Recensiones by Ius Canonicum
RECENSIONES 
DERECHO PROCESAL CANÓNICO 
Carmelo de DIEGO-LORA, Estudios de Dereclw Procesal Canónico. Volúmenes m (La 
función de justicia en la Iglesia) y IV (Función pastoral y Justicia). Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Navarra. Colección Canónica de la Univer-
sidad de Navarra. Pamplona 1990. 588 + 246 páginas. 
Estos nuevos volúmenes de los Estudios de Dereclw Procesal Canónico, del Prof. 
Carmelo de Diego-Lora, vienen a sumarse a los dos ya existentes, publicados en el 
año 1973, y que llevaban por subtítulos Temas sobre el ejercicio de la «potestas iudi-
cialis» -el primero de ellos- y Temas sobre causas matrimoniales -el segundo-, recen-
sionados en Ius Canonicum [XVI (1974) 385 ss.] por Tomás Muñoz Rojas. 
La edición de los volúmenes que aquí se reseñan ha sido promovida por las Faculta-
des de Derecho Canónico y de Derecho de la Universidad de Navarra, en homenaje al 
Prof. Cannelo de Diego-Lora al cesar'en el Decanato de la Facultad de Derecho 
Canónico. 
El volumen III está prologado por Mons. Amadeo de Fuenmayor, con el cual man-
tuvo el ProL Carmelo de Diego-Lora una estrecha colaboración a lo largo de bastantes 
años, y al que sustituyó en la dirección de la Facultad de Derecho Canónico de la 
Universidad de Navarra como Decano. 
En el Prólogo se nos da noticia de algunos rasgos biográficos. En efecto, don Car-
melo de Diego-Lora nace en Sanlúcar de Barrameda (Cádiz). En la Universidad Hispa-
lense alcanza, la Licenciatura en Derecho. Un año más tarde, realiza oposiciones a 
judicatura, y obtiene plaza de Juez de Primera Instancia e Instrucción. En años suce-
sivos sabrá compaginar un fiel desempeño a la administración de justicia con la tarea 
de investigación, hasta llegar a doctorarse, por la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad Central de Madrid. 
Con el paso del tiempo irá ocupando diversos cargos en la carrera judicial, hasta 
ascender a Magistrado de la Audiencia Provincial de Pamplona. Por entonces, toma 
contacto con la Facultad de Derecho de la Universidad de Navarra, y pasa a integrarse 
en su Claustro de Profesores como docente de Derecho Procesal. Son años fecundos, 
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de dedicación intensa a la formación de las sucesivas promociones de universitarios, 
que no le impedirá, sin embargo, acometer la preparación para el Doctorado en la Fa-
cultad de Derecho Canónico, obteniendo la máxima calificación con su tesis doctoral. 
«Esos años -se lee en el Prólogo de Mons. Amadeo de Fuenmayor- son, sin em-
bargo, aún más importantes en la vida del ilustre Magistrado. Desde hace ya tiempo 
pertenece al Opus Dei y, por tanto, procura servir a Dios ya la Iglesia -tal como ha 
aprendido de Mons. Escrivá de Balaguer- de la mejor manera posible, para extender por 
el mundo esa toma de conciencia de que la santidad puede alcanzarse a través de las ta-
rea& ordinarias, normales, convirtiéndose éstas, en consecuencia, en un lugar de en-
cuentro con Dios. Recibirá la ordenación sacerdotal el19 de marzo de 1964; desde en-
tonces, sabrá desempeñar en perfecta unidad la labor sacerdotal con la dedicación a la 
Universidad» . 
En efecto, en rápida síntesis, D. Carmelo de Diego-Lora será profesor en el IESE de 
Barcelona; de 1965 a 1970, Capellán Mayor de la Universidad de Navarra; y Ordinario 
de Derecho Procesal Canónico en la Facultad de Derecho Canónico, y de Deontología 
Jurídica en la Facultad de Derecho; de 1970 a 1987 es Vicedecano de la Facultad de 
Derecho Canónico y, desde 1987 a 1991, Decano. 
Esta actividad universitaria, no le impedirá prestar cualificados servicios a la Igle-
sia, en las tareas para las que se requiera su buen quehacer: así, durante bastantes años, 
será miembro del Consejo Presbiteral de la Archidiócesis de Pamplona; en 1981 se le 
nombrará, por la Conferencia Episcopal Española, Asesor de la J unta de Asesores 
Jurídicos. 
La producción científica de este notable cultivador del Derecho comienza, en un 
primer momento y dentro de la parcela del Derecho Procesal Civil, con frecuentes 
publicaciones en la Revista de Derecho Procesal, siendo de destacar, entre otros, sus 
artículos sobre la Interposición del recurso de queja ante el Tribunal Suprenw; Sobre 
la pretendida naturaleza incidental del beneficio de pobreza; y, sobre todo, una serie de 
artículos sobre el tema de los interdictos. A estas publicaciones se suman dos obras de 
especial interés para la procesalística civil: La consignación judicial, publicada por la 
Editorial Bosch en 1952, y La posesión y los procesos posesorios, en dos volúmenes, 
editada en 1962 por Rialp. 
Otros dos aspectos, a los que el Prof. Carmelo de Diego-Lora presta su atención, 
son el Derecho procesal canónico y el Derecho Eclesiástico del Estado. Al primero me 
referiré más adelante. Respecto al Derecho Eclesiástico del Estado, señala el Prólogo 
que «los trabajos del Prof. de Diego-Lora se han visto notablemente incrementados 
por su dedicación a la Junta de Asesores Jurídicos de la Conferencia Episcopal Espa-
ñola.- De hecho, su tarea habitual de investigación en el Derecho procesal canónico 
ha cedido en favor de los estudios sobre el Derecho Eclesiástico del Estado». En efec-
to, no es pequeña la producción científica del Autor en esta faceta, y muestra de ello 
son los estudios sobre: el Concordato de 1953; la eficacia civil de las sentencias canó-
nicas en materia matrimonial; la naturaleza jurídica de las personas morales eclesiás-
ticas en el Derecho español; los acuerdos entre la Santa Sede y el Estado Español, etc. 
El trabajo científico del Prof. Carmelo de Diego-Lora en la faceta del Derecho 
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procesal canónico es especialmente cualificado y abundante, haciendo de él una de las 
figuras señeras de esta rama del Derecho Canónico. 
La obra procesal del Prof. Carmelo de Diego-Lora tiene como punto focal su mo-
nografía Poder jurisdiccional y función de justicia en la Iglesia (EUNSA, Pamplona 
1976), recensionada por el fallecido Prof. Labandeira en lus Canonicum XVI (1976) 
370 ss. Junto a ella, están los cuatro volúmenes de Estudios de Derecho Procesal Ca-
nónico que recogen los trabajos que, a lo largo de los años, ha ido publicando en dife-
rentes revistas especializadas, y, sobre todo, en lus Canonicum, de la que forma parte 
como Miembro del Consejo de Redacción. 
Los volúmenes, que aquí se recensionan, son una buena muestra del quehacer del 
Prof. de Diego-Lora. En ellos se destaca la originalidad de su pensamiento en las 
cuestiones basilares del proceso. Se descubre, además, su cuidadosa preparación técnica 
y jurídica, la profundidad con que son abordados los diferentes temas, y la gran expe-
riencia práctica que le han comunicado los años de ejercicio profesional. Si se pudiera 
destacar alguna faceta dentro de esta descripción general, señalaría el empeño con que 
el Prof. de Diego-Lora intenta deslindar, cuando se presentan, las facetas estrictamente 
procesales de aquellas otras que, a pesar de contar con un método procedimental, perte-
necen a otro ámbito del Derecho Canónico. Y ello por que, en su visión, la función 
judicial se sirve de unos determinados medios técnicos-jurídicos, de características bien 
definidas, que, además de ser garantes de la justicia de la sentencia, la contradistinguen 
de las otras funciones que conforman la potestas regiminis en la Iglesia. 
El volumen III de los Estudios, subtitulado La función de justicia en la Iglesia, 
además del citado Prólogo, contiene siete artículos publicados antes de la entrada en 
vigor del Código de Derecho Canónico de 1983. 
El primero que se recoge, trata de un tema profunda y extensamente estudiado por 
el Prof. de Diego-Lora, me refiero al proceso documental -en la terminología del ac-
tual Código-o El artículo lleva por título Naturaleza y supuesto documental del 
proceso «in casibus specialibus», pp. 15-213. Fue publicado en lus Canonicum 14 
(1974) 221-349, y constituye el primer y fundamental trabajo para adentrarse en la 
concepción del Autor sobre el tema. En el se estudia y se argumenta en favor de la na-
turaleza estrictamente procesal -no administrativa, por lo tanto- de dicho proceso. Hay 
una atención esmerada a sus características especiales y sumariales, atendiendo a la 
realidad jurídica en que opera; y, en fin, se hace hincapié en la prueba documental 
como justificativa de la existencia de este peculiar proceso, entonces llamado in 
casibus specialibus. 
Más adelante -pp. 452-546-, el volumen recoge, en quinto lugar, también otro 
artículo sobre el mismo tema, titulado Consideraciones sobre el proceso «in casibus 
specialibus», publicado por vez primera en lus Canonicum 21 (1981) 309-383. El 
trabajo fue motivado, como señala el Autor, por una monografía de P.A. Bonnet, Il 
Giudizio de nullita matrimoniale nel casi speciali. Roma 1979. En ella el Prof. 
Bonnet, partiendo de una coincidente posición con las tesis del Prof. de Diego-Lora, 
llega a sostener, sin embargo, posturas jurídicas diferentes, bien distintas, en cuanto a 
la naturaleza del proceso in casibus specialibus. «Esto -señalará el Prof. de Diego-
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Lora- me ha movido a replanteanne el tratamiento del proceso in casibus specialibus, 
a estudiar los problemas que plantea. Y el deseo de hacer una nota bibliográfica a la 
obra ha pasado a un estudio extenso de este proceso» (p. 450). El artÍCulo está escrito 
al fllo de la exposición de Bonnet y siguiendo la estructura de su obra, aunque en él no 
se renuncia a una cierta elaboración personal sobre el tema, lo cual resalta ciertas 
peculiaridades de sistemática a diferencia de la propuesta por Bonnet. 
Yolviendo al orden que indica el índice del volumen, el segundo trabajo que nos 
presenta lleva por título Procedimientos para el examen y juicio de las doctrinas, pp. 
213-312, anteriormente publicado en lus Canonicum 14 (1974) 149-203. El trabajo es 
propiciado por la promulgación del entonces nuevo régimen jurídico para el examen de 
las doctrinas, por la Congregación para la doctrina de la Fe, en fecha de 15 de enero de 
1971. En su primera parte (pp. 221-236), el artículo se refiere a la acogida que se dio, 
por parte de la doctrina jurídica, a la reforma del Santo Oficio, en relación a la compe-
tencia de dicha Congregación, sobre el examen y juicio de las doctrinas, en compa-
ración con la que ostentan los obispos diocesanos. La segunda, más extensa (pp. 236-
312), trata pormenorizadamente las normas que regulan los distintos procedimientos 
de la agendi ratio in doctrinarum examine, en las que el autor distingue: un juicio, que 
califica de discriminatorio, paso previo para entrar bien en el procedimiento extraordi-
nario -de naturaleza ejecutiva y cuya iniciativa corresponde al Congreso de la Congre-
gación- o, en su caso, en el procedimiento ordinario, de carácter procedimental más 
complejo en el que tienen competencias no sólo el Congreso, sino también el Con-
sejo de Consultores y la Congregación Ordinaria del Dicasterio. En fin, «una serie de 
actividades diversas, de orden jurídico, tendentes a obtener una postrera conclusión, en 
cambio, de naturaleza teológica» (p. 254). 
En conexión con ese extenso estudio sobre la agendi ratio in doctrinarum examine 
está el octavo y último de los trabajos (pp. 566-588). Y parece conveniente traerlo 
aquí, precisamente por esa razón, es decir, por abordar un aspecto concreto de la misma 
materia, que servirá al Prof. de Diego-Lora para confeccionar una comunicación para 
las Actas del IYo Congreso Internacional de Derecho Canónico, celebrado en Friburgo 
(6-11X.1980), sobre los derechos fundamentales de los fieles. La comunicación lleva 
por título Derechos fundamentales y garantías jurídicas en materia doctrinal, y está in-
serta en las Actas: Les droits fondamentaux du chrétien dans I'Église et dans la société, 
a cura de E. Corecco, N. Herzog, A. Scola, Fribourg-Freiburg-Milano 1981, pp. 309-
321. Por los datos facilitados, se comprende perfectamente que la comunicación incide 
en aquellos aspectos del juicio previo discriminatorio, del procedimiento extraordinario 
y del ordinario que conectan con los derechos fundamentales de los fieles. «En resu-
men -escribe el Autor-, en las garantías jurídicas se consuma el ejercicio de los dere-
chos fundamentales, en este procedimiento para el examen de las doctrinas. Donde ter-
mina el tejido procedimental con el que se clausura la esfera de la juridicidad, se agotan 
las posibilidades de defensa e impugnación.- Por el contrario, entrar en el tema de 
fondo excede de ese mundo del Derecho, pertenece al enjuiciamiento de las doctrinas 
examinadas, al servicio que el Magisterio eclesiástico ofrece a la Iglesia con su munus 
docendi» (pp. 587-588). 
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El tercer artículo que aparece en el volumen III de los Escritos se denomina La 
funci6n de justicia en la Iglesia (pp. 313-364), publicado en lus Carwnicum 16 (1976) 
287 -316. De él se nos indica que fue elaborado «para su publicación en la obra 
homenaje al maestro de procesalistas, Prof. Dr. Leonardo Prieto-Castro y Ferrándiz. 
Los temas tratados en este trabajo tienen, muchos de ellos, una indudable manifes-
tación, y debido tratamiento jurídico, en el Derecho que se califica, por los canonistas, 
de secular. Aquí nos hemos reducido al ámbito canónico. Si en alguna ocasión aparece 
el nombre de un autor ajeno a la ciencia canónica, no se le acompaña referencia 
bibliográfica por entender que, notoriamente, pertenece su doctrina a la común cultura 
jurídica» (p. 314). Este estudio del Prof. de Diego-Lora está orientado a poner de 
relieve el quid específico que determina el ejercicio del poder judicial en la Iglesia, en 
su radical distinción de la función administrativa o ejecutiva. En rigor, no se interroga 
sobre la distinción entre ambas funciones, sino sobre el por qué existe un poder judi-
cial frente al administrativo, si una es la potestad en la Iglesia. La razón la encuentra 
en la misma realidad de los hechos, que nos presenta como diferenciadas res admi-
nistrativas y res iudiciales. Y lo que caracteriza a éstas últimas es la situación de 
enfrentamiento en la que se encuentran los sujetos que sostienen intereses distintos o 
al menos en contradicción. «De esa previa situación de enfrentamiento, porque en ella 
late una exigencia de justicia, surge la acción, que permite plantear, mediante el 
proceso, el enfrentamiento formal que posibilita la función de justicia en la Iglesia» 
(p. 357). 
El siguiente artículo -es decir, el cuarto- incluido en el volumen, data del año 1977 
y apareció en lus Canonicum 17 (1977) 15-73. Lleva por título La tutelajurúJico for-
mal del vínculo sagrado del matrilrwnio. En él se hace un detallado estudio, partiendo 
del entorno formal de protección jurídica, de las diversas garantías ideadas por el 
legislador canónico en amparo del matrimonio. El Autor las enumera así: «a) la forma 
garantizante de su celebración; b) el que se le proporciona un armamento defensivo de 
la validez del vínculo contraído, mediante un sistema específico de presunciones, que 
lo hacen fuerte frente a eventuales impugnaciones; y c) que el proceso por el que se 
pretende esa impugnación, mediante el ejercicio de la acción de nulidad, quede some-
tido a un tratamiento jurídico especial ( ... ), para lo cual se adoptan las medidas proce-
sales adecuadas que eviten su manipulación interesada al servicio del egoísmo hu-
mano» (p. 369). 
Lafunci6njudicial, funci6n pastoral de la Iglesia (pp. 549-565), es el penúltimo 
de los artículos que contiene este volumen de escritos procesales. Anteriormente fue 
publicado también en lus Canonicum 21 (1981) 629-640. El trabajo está realizado 
alrededor del discurso pronunciado por Juan Pablo II, el 24 de enero de 1981, ante la 
Rota Romana. El magisterio petrino sirve de base al Prof. de Diego-Lora para confec-
cionar este pequeño pero cuidado estudio que sale al paso de las críticas vertidas, por 
erradas concepciones personalistas, sobre el sistema matrimonial canónico. Entre esas 
críticas destaca, por su trascendencia, la lesión que -según tales concepciones- se pro-
duce a la humana dignidad, por ignorar la libertad del hombre en la presunta rectitud de 
su conciencia. En consecuencia, dado que el cauce canónico no llega a satisfacer sus 
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personales exigencias, sobre todo cuando la sentencia es pro vinculo, se legitima el re-
curso a soluciones «pastoralistas», entre las que cuentan el divorcio civil, prescin-
diendo de que resplandezca la verdad objetiva entrañada en esa concreta situación. 
Paso a continuación a dar noticia de los aspectos más sobresalientes del otro 
volumen objeto de esta recensión. Es el IVo de los que componen los Escritos de 
Derecho Procesal Canónico, y se intitula Función pastoral y justicia. El volumen lo 
integran nueve trabajos, posteriores todos ellos a la promulgación del Código de 
Derecho Canónico de 1983. Tratan de temas procesales, en el sentido de abarcar la 
actividad no sólo técnico-jurídica sino también ética de los tribunales y jueces. 
El primero de los artículos que encuentra el lector hace referencia a un tema que ya 
ha sido objeto de otros dos estudios anteriores, y de los cuales hemos dado cuenta al 
hablar del contenido del tercer volumen de los Estudios. El trabajo se titula El proceso 
documental del nuevo Codex luris Canonici (pp. 9-28), y corresponde a una confe-
rencia pronunciada por el Autor en el VIII Curso de Actualización en Derecho Canó-
nico, el 28-IX-1983, organizado por la Facultad de Derecho Canónico de la Univer-
sidad de Navarra. Fue publicado más tarde por lus Canonicum 23 (1983) 663-677. El 
estudio puede considerarse una actualización o adaptación al Código vigente de los 
anteriores trabajos realizados por el Autor sobre el proceso in casibus specialibus, 
constituyendo los tres un auténtico tratado sobre el tema. Con el rigor técnico propio 
del especialista en la materia, el Prof. de Diego-Lora va delineando los aspectos más 
sobresalientes de la nueva regulación, comenzando por los presupuestos procesales, 
para pasar después a las características del contradictorio que definen a este proceso y 
que se fundamentan en el supuesto documental, y terminar, en fin, señalando las 
peculiaridades de las sentencias y posteriores recursos que el legislador ha delineado 
para el proceso documental. 
El segundo de los estudios lleva por nombre Jueces. abogados, procuradores, ante 
la ley civil de divorcio (pp. 29-65). Publicado por vez primera en lus Canonicum 23 
(1983) 753-778. El artículo atañe a la dimensión moral que comporta la actividad de 
los operadores de la justicia en el desempeño de sus funciones, sobre todo en el campo 
de la justicia civil o secular. La cuestión es de gran actualidad, y el trabajo del Prof. de 
Diego-Lora supone una guía certera para los fieles cristianos que se encuentran en los 
supuestos de hecho en él delineados. La condiciones del Autor son, además, idóneas 
para afrontar adecuadamente un estudio de este tipo, pues en él concurren una dilatada 
experiencia como Magistrado en los tribunales civiles, y una cuidada preparación teo-
lógica fiel al magisterio sobre la moral cristiana. El trabajo tiene dos partes bien 
definidas: la primera (pp. 31-45) aborda la cuestión de la sentencia de divorcio civil a 
la luz de la moral católica, y en ella se analiza la ilegitimidad de la ley civil de di-
vorcio y cuál sea la actitud que, en su aplicación, deban tomar los jueces. La segunda 
parte atiende más al comportamiento de los abogados y procuradores en relación a la 
asistencia técnica que pueden prestar a los clientes que la soliciten para obtener el 
divorcio o separación ante los tribunales civiles. Para la resolución de ambos casos, el 
Prof. de Diego-Lora hace un análisis detallado de la valoración moral de la acciones de 
doble efecto y la posible cooperación al mal. El trabajo, como queda dicho, es 
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especialmente útil para los católicos y personas de buena voluntad que trabajan 
alrededor de los tribunales de familia. 
Estrechamente relacionado con el trabajo anterior hallamos el número siete de este 
volumen de los Escritos, bajo el útulo Jueces y abogados ante la ley injusta (pp. 
153-181), realizado para la revista Persona y Derecho 16 (1987) 155-178. La dife-
rencia con el anterior se localiza en el enfoque, pues mientras aquel hacía referencia a 
una cuestión puntual -la ley de divorcio civil-, en este artículo se aborda el tema más 
general de cuál deba ser la conducta de los católicos ante cualquier ley injusta pro-
mulgada en el ordenamiento secular. En especial, se estudia la posible cooperación de 
aquellas personas que, por su situación profesional-jueces, abogados y procuradores-, 
están más implicados en esta materia. 
El tercero de los trabajos aquí recogidos (pp. 67-79) se publicó en lus Canonicum 
24 (1984) 795-803, bajo la denominación de Comprobación de la libertad para con-
traer matrimonio de los obligados a la/orma canónica y no la observaron. El artículo 
es un comentario a la segunda de las Respuestas -una vez promulgado el vigente Có-
digo de Derecho Canónico- de la entonces Pontificia Comisión para la Interpretación 
Auténtica del Código. La Respuesta es de octubre de 1984. El dubium planteado era 
doble, por cuanto se exponían dos formas distintas de resolver una única cuestión. En 
concreto, se preguntaba sobre la legitimidad del uso del proceso documental para com-
probar el estado de libertad de quienes, aunque obligados a la forma canónica, no la 
observaron. En su segunda parte, y ante la respuesta negativa a la primera cuestión, se 
interrogaba sobre si era suficiente, para resolver esos ca,sos, la investigación pre-
matrimonial según viene regulada por el Código. A lo que se respondió aflfffiativa-
mente. El comentario del Prof. de Diego-Lora sigue la estructura de los dubia, y 
procede a analizar los datos de derecho y hecho que sostienen las respuestas de la Co-
misión. Basten, a modo de ejemplo, las siguientes palabras: «Cuando falta por com-
pleto la forma canónica del matrimonio para los a ella obligados, por que éstos acu-
dieron a formas no canónicas ( .. . ) no hay necesidad de demostrar nulidad contractual 
alguna. Un acto jurídico se presume válido, según el c. 124 § 2, cuando se realiza 
debidamente en cuanto a elementos externos. Estos son los que soportan al acto 
jurídico en su presunción de validez. Sólo cuando existan actos externos y se niegue 
porque, a pesar de ellos, hay vicio de nulidad, habrá que destruir la presunción de 
validez con una sentencia declarativa de la nulidad» (p. 74). 
Independencia y dependencia judicial en el nuevo Código (pp. 81-105) hace el nú-
mero cuatro de los estudios contenidos en el IV volumen. Fue confeccionado para la 
obra Raccolta di Seritti in Onore de Pio Fedele, y aparece publicado en el tomo I de la 
misma, a cura de G. Barberini, Perugia 1984, pp. 417-435. Nos encontramos ante un 
tema de gran raigambre en el derecho procesal, y cuya trascendencia se calibra por la 
salvaguardia con que rodea la actividad del juez canónico y elimina, de su actuación, 
cualesquiera sospechas de parcialidad frente a las partes. El fundamento teórico de la 
independencia judicial se trae de la mano de reconocidos procesalistas (Chiovenda, 
Calamandrei, etc.), con los que el Autor entra en un corto pero aclarador diálogo. El 
Prof. de Diego-Lora retoma aquí uno de los elementos básicos de su doctrina procesal, 
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heredera de Jaime Guasp, y que se muestra especialmente fecundo a la hora de estudiar 
el proceso canónico. Me refiero a la concepción institucional del proceso, propugnada 
antaño por el Prof. Guasp, a la que el Autor despoja del lastre formalista, y la dota de 
un fin objetivo y permanente, «que preside teleológicamente todo el proceso en su 
inspiración y desenvolvimiento. Esta idea -señala el Autor- es la realización de lajus-
ticia del caso concreto, mediante la aplicación de la ley canónica a una verdad objetiva, 
que ha de llegar a ser conocida materialmente por el Juez o Tribunal, no bastando que 
se pueda satisfacer el fin del proceso por el solo hallazgo por el Juez de una verdad 
meramente formal» (p. 92). Ese fin institucional, será el garante del equilibrio 
necesario de la independencia del juez, que se traduce procesalmente en el juego de los 
principios dispositivo y de oficialidad o inquisitivo, como le llamaban los canonistas 
clásicos. 
Seguidamente encontramos dos estudios sobre las causas de separación matrimo-
nial, que aparecen ocupando el quinto y sexto lugar del volumen. El primero lleva por 
título Las causas de separación de cónyuges según el nuevo Código (pp. 107-128), 
publicado, en 1984, por la Editrice Vaticana, en la obra Dilexit iustitiam. Studia in 
honorem Aurelii Cardo Sabattani (cue. Z. Grocholewski y V. Cárcel Orti), pp. 389-
403. El segundo (pp. 129-152), publicado en Ius Canonicum 25 (1985) 209-225 bajo 
el nombre de Medidas pastorales previas en las causas de separación conyugal. Ambos 
trabajos son complementarios. En efecto, el dedicado a los estudios en honor del Cardo 
Sabattani, se circunscribe a un estudio procesal de las causas de separación tal como 
han sido reguladas por vigente Código: tipos de causas, naturaleza de ellas y peculiares 
normas de actividad, decisión y recursos. De intento, sin embargo, se deja para otra 
ocasión el análisis de los preceptos que atienden a la eficacia civil de las decisiones 
jurisprudenciales canónicas sobre separación y los requisitos que para ello exige el 
legislador; temas que son objeto'del segundo de los artículo más arriba señalados. En 
estos trabajos el Prof. de Diego-Lora llama la atención sobre un desgraciadamente 
generalizado fallo de praxis juridico-pastoral que soslaya las medidas pastorales previs-
tas por el legislador y tendentes a la reconciliación de los cónyuges. Si bien es cierto 
que la Iglesia puede transferir -atendiendo a una serie de requisitos- al fuero civillaju-
risdicción en las causas de separación, no parece que ello sea trasplantable a las medi-
das pastorales prescritas en el c. 1695. Esos medios serán efectivamente aplicables si 
la licencia del Ordinario, necesaria para acudir a la jurisdicción civil, se otorga caso 
por caso. 
Pasarnos al octavo de los estudios, que se encuentra bajo la denominación de 
Control de la justicia de la sentencia firme y definitiva en el proceso canónico (pp. 
183-224). Aparecido en los Estudios en homenaje al Profesor D. Lamberto de 
Echeverría, pp. 381-404, editados por la Universidad de Salamanca en 1988. Dado que 
el término «control» -usado por el Autor en el título del trabajo- puede llevar a confu-
sión al ponerse en relación con la sentencia del proceso canónico, y ser entendido 
como una especie de fiscalización de las decisiones jurisprudenciales por parte de los 
órganos de la adminiS\fación, el .Prof. de Diego-Lora procede a aclarar que, si bien el 
uso del término es más propio de la función administrativa, la significación del 
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mismo, en sus connotaciones de juicio de verificación y de juicio de superioridad, son 
plenamente aplicables al ámbito propio del ejercicio de la potestas iudicialis mediante 
el sistema de recursos ordinarios o extraordinarios. Y a éstos, en su función de control 
de las sentencias, es a los que se referirá el articulo. La función de control aparece dife-
renciada según el tipo de recurso: a la apelación, por ejemplo, se le señala una función 
de control de la ley en relación a la armonía entre hecho y derecho; la querella de nuli-
dad, si se interpuso cuando la sentencia era ya firme e irrevocable, cumple el papel de 
control canónico de legalidad formal, pero si prosperase, el juez o tribunal deberá 
entrar de nuevo en el juicio de la cuestión de fondo; y, en fin, la restitutio in integrum 
sí actúa, en todos sus casos, como control de la justicia de fondo de la sentencia 
canónica. 
El noveno y último de los trabajos que nos queda por reseñar es el dedicado a la 
Vigilancia y control de la legalidad de los tribunales eclesiásticos por el Tribunal 
Supremo de la Signatura Apost6lica (pp. 225-246). Conferencia pronunciada en el 
XIV Curso de Actualización en Derecho Canónico (18 a 23-IX-989) y publicada en 
Ius Canonicum 30 (1990) 113-149. El Prof. de Diego-Lora aboga en estas páginas 
por distinguir netamente entre la función de cuidar de la recta administración de jus-
ticia, de la función de control de legalidad de las sentencias de los tribunales ecle-
siásticos, ambas atribuidas a la Signatura Apostólica. En efecto, la función de control 
de legalidad de las sentencias -según el Autor- merece que se realice por la vía de los 
recursos judiciales regulados por la ley. El cuidado y vigilancia de la recta adminis-
tración de justicia, por el contrario, se debe realizar por vía administrativa, en la que 
caben inspecciones, visitas, expedientes, etc., sobre condJctas irregulares de jueces, 
personal de las oficialías, abogados y procuradores. A lo largo del artículo, el Prof. de 
Diego-Lora va analizando ambas cuestiones teniendo en cuenta las tres últimas regula-
ciones al respecto; es decir, la Regimini EcclesilE UniverslE, el Código de Derecho 
Canónico de 1893 y la Constitución Apostólica Pastor bonus. 
Se llega así al final de este somero análisis de los volúmenes tercero y cuarto de 
los Escritos de Derecho Procesal Canónico, especialmente representativos del buen 
quehacer del Prof. D. Carmelo de Diego-Lora. En ellos queda de manifiesto, con 
claridad, lo que afirma Mons. Amadeo de Fuenmayor al final del Prólogo al tercer 
volumen: «Si se me pidieran los perfiles humanos de D. Carmelo como hombre de 
Derecho, expuestos con brevedad, yo diría lo que dióa cualquiera que haya mantenido 
trato habitual con él. En D. Carmelo, jurista nato, con una vocación profesional bien 
correspondida, la ponderación y serenidad en el juicio coadyuvan al prudente enjuicia-
miento, del que procede el dictamen según justicia. Y esta virtud se ve adornada de 
aquellas otras que contribuyen a manifestar el perfil amable de la justicia y le dan su 
sentido pleno; la afabilidad en el trato, el respeto por la opinión ajena, la veracidad y 
la prontitud para rectificar el juicio propio cuando lo reclama la justicia». Así lo 
piensa el Prof. de Fuenmayor, y a ese juicio acertado se adhiere el que firma esta 
recensión. 
RAFAEL RODRÍGUEZ-OCAÑA 
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José María IGLESIAS ALTIJNA, Procesos matrimoniales canónicos, Editorial Civitas 
S.A., Madrid 1991, 500 págs. 
1. Tras una dedicatoria entrañable, se abre este libro de «Procesos matrimoniales 
canónicos» precedido por lo que el A. designa como <<Epílogo que se ofrece a modo de 
PRÓLOGO para aviso de posibles lectores poco cautos». 
La cuidada edición que ha hecho Iglesias Altuna de su libro ya se pone en evidencia 
cuando se fija el lector en la disposición con que estas palabras citadas son situadas en 
la página. El A. no par~ce satisfacerse con exponer los contenidos de su trabajo. El 
libro, desde su comienzo, transpira lo que estéticamente calificamos muchas veces de 
«buen gusto». Y a un mismo tiempo muestra una clara intención didáctica Lo pre-
senta, como «una mano tendida, en ofrecimiento de ayuda». ¿A quién o quiénes? ¿a 
los estudiosos o cultivadores del Derecho procesal canónico? ¿a los abogados y profe-
sionales que trabajan en las Curias diocesanas? No, el A. sabe que ha escrito un libro 
esencialmente práctico. Toda su Tercera Parte, que se inicia en la página 267 hasta la 
490, con la que la publicación alcanza su final, si excluimos las últimas páginas 
dedicadas al/ndice General, es realmente una colección de formularios que se ofrecen 
para la práctica judicial; y que podían haber sido editados con independencia de la 
Primera Parte y de la Segunda -ésta ya estrictamente procesal-, formando un libro 
aparte. Pero con esto se pone también de relieve la intención didáctica del Autor, pues 
el libro va dirigido -sin excluir a nadie, confiesa- «a laicos que han recibido su forma-
ción jurídica en las Facultades de Derecho de las Universidades estatales». Es decir, 
unos licenciados en Derecho del Estado, que ejercen la Abogacía, y que en la actualidad 
cabe pensar que carecen de la suficiente formación eclesiológica y del necesario utillaje 
intelectual que, para enfocar los problemas matrimoniales que se suscitan y que se han 
de resolver en los procesos canónicos, resultan necesarios. 
El A. no lo dice con esta claridad que aquí nos expresamos, pues grande y admi-
rable es su delicadeza en el decir, que revela no sólo al profesor que enseña, al escritor 
cultivado que expone, sino sobre todo al humanista, que al aproximarse a la realidad 
jurídica que trata de explicar, advierte que antes ha de acercarse al hombre, al desti-
natario de la publicación, ha de ilustrarlo con lo que llama «Presupuestos doctrinales», 
que ocupan toda la Parte Primera, para ponerlo en antecedentes, para descubrir al lector 
un bagaje científico y cultural sin el cual no es permitido comprender ni los procesos 
canónicos, ni el poder jurisdiccional que la Iglesia en ellos ejercita, ni el propio 
matrimonio canónico, que es la materia -sacramental y jurídica a la vez- que se debate 
en la médula del acontecer procesal. Este humanismo, reflejado tan felizmente en ese 
Prólogo (págs. 13-23), es un humanismo cristiano, que se corona con una amplia 
nómina de personalidades, maestros, compañeros, colaboradores, a los que reconoce y 
agradece, unas veces su enseñanza, otras su magisterio técnico, otras su amistad, otras 
su colaboración. 
2. Entrando ya en el conten~do de la obra la vemos dividida en tres partes, de las 
que la Primera (pp. 29-116), la que -como ya se dijo- designa como «Presupuestos 
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doctrinales», está a su vez dividida en tres capítulos: el I lo titula «La Iglesia Ca-
tólica)) (págs. 29-76) y es un bello y excelente tratado sintético de eclesiología, 
apoyado por una doctrina tradicional y muy actual a su vez del Magisterio eclesiástico, 
a la que no faltan ciertas observaciones, subrayados culturales, manifestaciones del 
talante intelectual de un autor, ilustrado por un largo periplo de lecturas de clásicos y 
escritores recientes. Sin embargo, lo que más merece que aquí se destaque es la seria 
fundamentación doctrinal en que se apoya la enseñanza que expone. Para los que en la 
Universidad nos movemos, podemos alguna vez encontrarnos con el interrogante de 
qué sea la Iglesia, tantas veces procedente del joven universitario que, espíritu inquie-
to, avizora la verdad e intenta poseerla. Aunque sean muchos y buenos los estudios 
eclesiológicos publicados en los últimos años, un canonista que, además, se dedica al 
Derecho Procesal, encontrará, desde ahora, fácil y suficiente el poder remitir a este 
Cap. I de la Parte Primera de la obra de Iglesias Altuna, en la confianza de que allí la 
pregunta encontrará la respuesta convincente, atractivamente expuesta y en todo 
confonne con la doctrina católica. 
Lo que acaba de decirse puede perfectamente ser trasladado a la exposición que se 
hace por el A. en el Cap. II sobre «El matrimonio canónico)) (pp. 76-98), signo y 
participación de la unión de Cristo con la Iglesia, y también signo -sacramento- eficaz 
de la gracia. En fin, en el Cap. III se trata de la «Función Jurisdiccional de la IglesiID) 
(pp. 99-116), proemio asimismo necesario para introducir con facilidad y comprensión 
al estudio de los designados por el Autor con el plural «procesos canónicos matri-
moniales)), rúbrica con que da título a la obra. 
3. Toda la SeguruJa Parte -la central del libro- está dedicada, primero, a las <<Nor-
mas generales del proceso matrimoniab (pp. 119-161), yen segundo lugar a «Los 
procesos matrimoniales)) (pp. 165-267). Se patentiza, de inmediato, a la vista del 
«Indice General)), que bajo la rúbrica «procesos)) el A. comprende todo aquello que 
tradicionalmente por los canonistas y el propio Código vigente, al igual que el ante-
rior, se entiende por procesos, no siempre coincidente con lo que la dogmática proce-
sal moderna califica de tal, por la clara distinción de naturaleza jurídica que diferencia 
al proceso del procedimiento; éste no siempre al servicio de aquel, sino en muchas 
hipótesis con propia autonomía, como instrumento jurídico fonnal suficiente de 
investigación y alumbramiento de una realidad jurídica, si bien no originada por el 
ejercicio de la acción procesal, no regida por el principio de contradicción, no 
desveladora de una realidad o constitutiva de ésta, o vinculando a una condena de dar, 
hacer o de abstenerse, mediante una decisión judicial, cuya eficacia se caracteriza por 
su paso a cosa juzgada (a pesar -he de aclarar- del c. 1643). 
El Autor, no obstante, aunque se le descubre buen conocedor de la doctrina proce-
sal, ha optado por la línea expositiva de mejor orientación para el lector destinatario de 
su trabajo, ajustándose a la sistemática del Código, si bien dejando, para el final de 
esta Parte, lo que se le muestra con características bien diferenciadas de los propia-
mente llamados procesos matrimoniales; es decir, se trata del Cap. VIII (pp. 235-253) 
con una exposición detallada de los trámites a seguir para la dispensa del matrimonio 
rato y no consumado, según las disposiciones del Código y una normativa específica 
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de la Santa Sede que en su exposición sabe situar adecuadamente. Lo mismo ocurre 
con lo que designa como proceso para la disolución del vínculo matrimonial en favor 
de la fe, al que dedica el Cap. IX, Y último de esta Segunda Parte (pp. 255-267), de 
gran utilidad práctica. Quizá lo que designa como proceso sobre la muerte presunta del 
cónyuge debió desplazarlo también a estos lugares últimos de su exposición, dada su 
peculiar característica, y sin embargo lo incluye, en el Cap. III (pp. 219-223), después 
de los procesos de nulidad y antes del de separación de cónyuges. 
RefIriéndonos ya estrictamente al apartado 1, relativo a normas generales, pienso 
que su sistemática es muy acertada: Cap. 1, sujetos del proceso (pp. 119-145), que 
comprende el estudio de Organos jurisdiccionales y de partes, y en cuyo contexto 
incluye lo relativo a los abogados y procuradores; Cap. 11, el objeto del proceso (pp. 
147-152), en el que incluye la acción, que desde nuestro punto de vista al menos 
siempre la hemos estimado causa y no objeto; y un Cap. III, sobre la disciplina a 
observar en los tribunales (pp. 153-161), en la que entran cuestiones varias, no sólo 
lo que es propiamente de naturaleza disciplinar, sino también lo que se refiere a los 
plazos procesales, lugar, tipos de resoluciones judiciales, actos de comunicación. 
Respecto a los procesos matrimoniales ya en concreto se dedica el Cap. III al 
ordinario de nulidad de matrimonio (pp. 165-213), el IV al proceso documental (pp. 
215-217) y el VII para el de separación de cónyuges (pp. 225-233), si bien distin-
guiendo el procedimiento administrativo (pp. 225-228) del proceso judicial oral (pp. 
228-232) e incluso haciendo unas breves referencias últimas para la separación con-
vencional (pp. 232-233). 
4. Hemos anotado siempre el número de páginas porque pensamos que resulta 
dato indicativo de la atención que el A. muestra a las diversas parcelas en que su tra-
bajo se ordena. Hay un cierto equilibrio incluso en la distribución de las materias 
expuestas, aunque no deje de notarse una cierta merma de atención para el proceso 
documental, que, a pesar de no ser el que ocupa más el trabajo de tribunales yabo-
gados, hubiera merecido algún mayor detenimiento en su estudio. 
En conjunto, estimo que se ha hecho por el A. un buen trabajo sistemático y de 
sÚltesis. Las ideas son expuestas con claridad en una técnica en que los temas centrales 
se van situando en el texto, mientras matices, aclaraciones continuas y relaciones con 
otros preceptos quedan por notas a pie de página, con la intención clara de completar y 
hacer entender con mayor perfección lo que en el texto consta. Alguna opinión o 
calillcación de fenómenos jurídicos, puede que no se compartan, pero sí desde luego 
todo el conjunto; incluidas aclaraciones y matices, lo aceptamos sin reserva 
5. Por último, el formulario de la Tercera Parte está dividido en cinco apartados, 
a saber, proceso ordinario de nulidad de matrimonio, el documental, los procedi-
mientos de muerte presunta, el de dispensa del matrimonio rato y no consumado y el 
de disolución del vínculo en favor de la fe. Es muy completo y su ordenación, 
siguiendo el orden de las actuaciones, facilita encontrar pronto la fórmula deseada, 
aparte de que estén indicadas con número y página en el Indice General (pp. 493-5(0). 
Los formularios no suelen agotar los posibles eventos judiciales; sin embargo, 
este es muy completo. Sólo a título de observación curiosa, y para no resultar 
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laudatorio en exceso, me atrevo a señalar -puede que me equivoque- que falta alguna 
fórmula relativa a la prueba que regula el c. 1600. También añadirse, sobre todo, que 
en escritos de partes, informes periciales, decisiones judiciales, al incluirse textos que 
contienen juicios y opiniones, sobre materias jurídicas determinadas, se rebasa lo que 
tradicionalmente se viene exigiendo en los formularios para los diversos modelos de 
actos procesales. Aquí se nota -en nuestra opinión- esa larga experiencia profesional 
que el A. confiesa y esa colaboración de jueces eclesiásticos que agradece en la 
presentación de su Formulario. 
Al insertarse en el libro las diversas fónnulas, ocupando la tercera parte aproxima-
damente de la obra publicada, hace pensar que este libro tiene exclusivamente un 
interés práctico por esa orientación didáctica. confesada en el prólogo, de dirigirse a 
laicos, quizás jóvenes profesionales que se inician en el foro judicial. Y ciertamente 
tal fin lo consigue plenamente, pudiendo también interesar a todo aquel que desarrolle 
labores en las Curias judiciales eclesiásticas. Sin embargo, la obra que comentamos 
llega mucho más allá de ese interés práctico por ser, sobre todo, un excelente compen-
dio que puede servir de manual para el estudiante del Derecho procesal canónico, como 
puede servir asimismo de instrumento de trabajo auxiliar, con el que confrontar 
muchas cuestiones, para quien se preocupa de este Derecho procesal. 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
ORGANIZACIÓN ECLESIÁSTICA 
G. LO CASTRO, Las prelaturas personales. Perfiles jurídicos, 1 vol. de 314 páginas, 
Ediciones Universidad de Navarra, S.A., Pamplona. 1991. 
El objeto de esta monografía -traducción de la que con el título Le prelature perso-
nalj. Profili giuridici fue editada por Giuffre en 1988- es descrito con claridad por su 
autor en la «Advertencia preliminar». Estudia distintos temas en relación con las pre-
laturas personales: su composición estructural, su naturaleza jurídica, los poderes del 
prelado, el acuerdo con las iglesias locales y otros muchos; y ello según diversas pers-
pectivas -metodológicas, críticas, dogmático-reconstructivas, problemáticas-, a cada 
una de las cuales viene dedicado un capítulo (cfr. p. 7). 
El enfoque es, en ocasiones -en abundantes ocasiones-, crítico; con una crítica, a 
mi juicio, bien planteada y mejor resuelta, de opiniones que, según subraya el autor, 
le «han parecido infundadas e inaceptables» (p. 8) y, precisamente por ello, ha recibido 
«los estÚDulos ( ... ), sin los cuales probablemente no me hubiese decidido -dice- a aco-
meter este estudio o a desarrollarlo como lo he hecho» (ibid.). 
Desde mi punto de vista. lo que se deduce desde el principio -y así queda subrayado 
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vigorosamente- es una cuestión que tendría que ver bastante con un principio henne-
néutico claro; principio que, al fin y al cabo, no es otro que el principio de identidad, 
que, a veces, por partir de unos presupuestos metodológicos poco adecuados, se oculta 
lastimosamente a algunos autores hasta llegar a perderse. El principio de identidad 
lleva a afumar que las prelaturas personales son, ante todo y sobre todo, lo que son; es 
decir, prelaturas. Figura jurídica, por lo demás, bien conocida por todos los especia-
listas: estructuras jurisdiccionales de la organización pastoral y jerárquica de la Iglesia 
presididas por un Prelado del máximo rango que las gobierna con potestad de régimen 
(de jurisdicción). 
Estas prelaturas pueden ser de dos tipos: a) territoriales, es decir, aquellas en las 
que el Prelado, con la cooperación de su presbiterio, tiene a su cargo la cura pastoral 
ordinaria y común de los fieles que tienen el domicilio o el cuasidomicilio en un de-
tenninado territorio; o dicho con otras palabras, aquellas que quedan especificadas por 
el elemento territorial; b) personales, es decir, aquellas en las que se encomienda al 
Prelado una cura pastoral peculiar en favor de distintos grupos de fieles en una región 
o nación o en cualquier lugar del mundo; o dicho con otras palabras, aquellas que 
quedan especificadas por el elemento personal; al no estar especificadas por el criterio 
territorial sino por criterios personales, su acción habrá de desarrollarse dentro del terri-
torio perteneciente a las iglesias locales; y habrán de quedar siempre a salvo las com-
petencias del Ordinario del lugar. Las primeras, actualmente, vienen reguladas en los 
cc. 368 y 370 del Código; las segundas, en la ley-marco que suponen los cc. 294-297. 
Pero unas y otras son lo que son -principio de identidad-; esto es, tienen la misma 
naturaleza: son prelaturas. 
Lo cual parece repetir una inútil tautología; pero, como puede apreciarse si se lee 
atentamente esta interesante monografía -yen particular, sus tres primeros capítulos-, 
se ha hecho necesario, ante las opiniones mostradas por algún minoritario sector de la 
doctrina. En efecto, ha resultado preciso subrayar algo que al jurista, acostumbrado a 
interpretar la ley partiendo del criterio hermenéutico básico -el significado propio de 
las palabras, considerado en el texto y en el contexto (c. 17)-, le parece obvio: «Con-
vendrá subrayar también, para que no quede difuminado el significado innovador de la 
obra conciliar ( ... ) -escribe Lo Castro-, que ni de los trabajos de la asamblea ecumé-
nica, ni sobre todo de las deliberaciones finales que ésta adoptó (asumidas y desarro-
lladas por el romano pontífice) se deduce que la noción de prelatura, en cuanto especi-
ficada por el calificativo de 'personal', haya sufrido una mutación semántica: la prela-
tura, cualquiera que sea su calificación, sigue siendo una prelatura» (p. 15). 
De gran interés resultan, por ello, los «perfiles metodológicos» que el autor traza 
en el primer capítulo, porque se trata, en definitiva, de los criterios que debe emplear 
siempre un jurista -si pretende serlo- al enfrentarse con el examen de una institución. 
«Para la correcta comprensión de un instituto -dice, por ejemplo, en la p. 26- no se 
puede prescindir de la aplicación que se ha llevado a cabo por la praxis administrativa, 
por la interpretación jurisprudencial y, antes que nada, por el mismo legislador a tra-
vés de las nonnas particulares dictadas para el caso. De hecho, con este proceso de 
aplicación, el derecho se transfonna de designio abstracto en vida concreta que estruc-
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tura una sociedad determinada. No tomar en consideración -en la tarea de identificar 
rasgos característicos, naturaleza, finalidad, inserción en el ordenamiento vivo de la 
sociedad eclesial- los datos ofrecidos en distintos niveles por la experiencia jurídica, y 
afirmar al mismo tiempo que esas realidades son o deben ser las que se deducen de una 
visión doctrinaria de la Iglesia y de su ordenación constitucional, puede conducir, y 
efectivamente conduce, a algunas consecuencias que no se pueden compartir». «Mala 
interpretación -añade algo más adelante el autor-, yen cualquier caso poco respetuosa 
no sólo de la voluntad sino de la actividad del legislador, sería la que privase de 
significado y de efectos a la norma jurídica» (p. 27). 
En relación con la necesidad de un correcto planteamiento metodológico y con 
referencia, en concreto, a la primera prelatura personal, el Opus Dei, el autor subraya 
que «para hacerse cargo, no según la perspectiva dogmática sino según la metodo-
lógico-pragmática, del instituto de las prelaturas personales se revela ciertamente útil 
y oportuno (y sería mejor decir: no se puede prescindir de) el examen de la primera 
prelatura personal instituida, en particular de la disposición normativa de institución 
(la const. ap. Ut sit del 28 de noviembre de 1982, promulgada oralmente y hecha eje-
cutiva con decreto del nuncio apostólico en Italia el 19 de marzo de 1983, a través del 
mandato expresamente conferido por el romano pontífice en la misma const. ap.) y de 
sus normas constitutivas (los estatutos, denominados Codex iuris panicularis Operis 
Dei -sancionados por el art. 11 de la const. ap. Ur sir- cuyas líneas principales. por lo 
que respecta a la estructura del ente, fines, poderes internos de la autoridad, relaciones 
con las autoridades eclesiales, fueron sintetizados y anticipados en la (. .. ) decl. de la 
Congregación para los obispos, Prae/aturae Personales del 23 de agosto de 1982); nor-
mas institutivas y constitutivas que no pueden sino renejar las disposiciones generales 
o remotas sobre la materia, a las que ya antes hemos prestado atención» (pp. 32-33) 
(En efecto, como el autor señala en la «Advertencia preliminar», ha reproducido 
íntegramente, en las notas del primer capítulo, el n. 10, 2° par. del decr. conc. 
Presbyterorum Ordinis, el m.p. de Pablo VI Ecclesiae Sancrae, 1, 4, Y el n. 49 § 1 de 
la const. ap. de Pablo VI Regimini Ecclesiae Universae: notas 4, 7 Y 8 respectiva-
mente. También recoge la const. ap. de Juan Pablo II Ur sir, en la nota 9). 
De ahí que la perspectiva de estudio seguida se funde sobre la idea de que <<ffiÍentras 
no se pruebe lo contrario, además de las normas generales y directivas que prefiguran y 
regulan un determinado instituto, es igualmente necesario para su cabal comprensión 
apreciar las normas particulares aplicativas; éstas no p~eden entenderse de modo aprio-
rístico como contradictorias, sino, muy al contrario, como coordinadas armónicamente 
con las primeras, sobre todo si se reconducen al mismo legislador y son, como en 
nuestro caso, prácticamente acordes en todo con ellas. A captar esta íntima armonía 
debe dirigirse el esfuerzo del intérprete, que no podrá sino llegar a los mismos resul-
tados tanto si emprende su tarea investigadora comenzando por las disposiciones gene-
rales para llegar a las particulares, como si desde éstas quiere remontarse a las 
primeras» (p. 37). 
De acuerdo con estas premisas, el capítulo segundo aborda los «perfiles críticos» 
(pp. 39-165), en los que, con gran finura jurídica y no menor bagaje técnico, tanto de 
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Derecho constitucional canónico, como de su Parte general y de Teoría general del 
Derecho, el autor examina la aislada opinión de algún sector doctrinal que no alcanza a 
comprender correctamente la configuración y naturaiezajurídica de las prelaturas perso-
nales. Y ello porque «un uso apropiado de los instrumentos metodológicos, concre-
tado en primer lugar en el correcto establecimiento de los puntos de referencia concep-
tual, no es suficiente para la comprensión del instituto de las prelaturas personales si 
no va acompañado de la maduración práctica (es decir, en dirección de la praxis y por 
tanto del derecho) de algunas convicciones eclesiológicas (piénsese en la que se refiere 
a la función de los laicos, considerados implícitamente por una parte de la doctrina 
como no idóneos -puesto que se les niega la pertenencia a la prelatura-... ) y de un 
adecuado conocimiento de los conceptos jurídicos (a veces inoportunamente forzados 
en su significado técnico)>> (p. 165). 
De particular interés me bao parecido las páginas que el autor dedica al estudio del 
clásico tema de la interpretación de la norma y a la necesidad de una adecuada aplica-
ción de los criterios hermenéuticos: todo ello en el marco de la correcta comprensión 
de la «racionalidad» de la lex (cfr. pp. 149-165). Se trata de un análisis realizado, a mi 
juicio, con verdadero rigor y con una notable calidad técnica y expositiva, en el que se 
ponen de relieve los riesgos de un abusivo recurso a la mens legislalOris: aquel que se 
realiza sobre la base de un subjetivismo contrario a la propia letra de la ley. «En 
efecto -subraya Lo Castro-, puede buscarse la mens legislatoris para llegar al signifi-
cado úl.timo, valorativo de la norma; pero puede buscarse también como criterio justi-
ficativo de las propias opiniones o de la propia actuación para rechazar, de una manera 
que se tiene por no arbitraria, el dictado normativo. Precisamente los canonistas, más 
inclinados que los otros juristas a reflexionar sobre el designio de Dios, con la con-
ciencia de que Éste representa el criterio último de la juridicidad, están expuestos a la 
tentación -a la que pueden resistir sólo si están dotados de un sentido de equilibrio 
poco común y de un gran sentido jurídico- de creer que ese criterio está mejor repre-
sentado en sus propios puntos de vista que en lo expresado por el legislador humano, 
o de pensar que han entendido mejor que éste su propia mens; más expuestos a la ten-
tación de contraponer fácilmente voluntas legis, tal como resulta del texto y de las 
palabras utilizadas, y mens legislatoris, que responde -acaso sin apercibirse siquiera- a 
las propias opiniones. La indicación de un iter que debe seguirse en la interpretación, 
compuesto de los pasos sucesivos indicados por el can. 17 (. . . ) suena como una lla-
mada para que el intérprete se guarde de atribuir al dato legislativo el significado que 
considera más acorde con las propias ideas, y para que lleve a cabo, por el contrario, 
un esfuerzo para captar el significado de la ley a través del modo como resulta obje-
tivado en el texto» (pp. 154-155). 
Trazados estos perfiles metodológicos y críticos (capítulos primero y segundo), el 
autor dedica el capítulo tercero a los «perfiles reconstructivos teóricos» (pp. 167-255), 
en los que, en definitiva, estudia la naturaleza jurídica de las prelaturas personales. 
y lo hace sobre la base de un sano realismo jurídico, que lleva a partir del dato 
objetivo, y no de una apriorística definición doctrinal en la que, luego, se pretenda 
encajar a toda costa la realidad misma, es decir, la cosa definida. Dicho con otras pala-
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bras, en nuestro caso el autor parte -como no puede, ni debe ser de otro modo- del 
examen de las disposiciones normativas sobre la institución; y del estudio y obser-
vación de la institución misma -la prelatura personal- tal y como resulta del correcto 
análisis del dato nonnativo considerado en su conjunto. 
Particulannente luminosos, para entender la naturaleza jurídica de las prelaturas, re-
sultan, a mi juicio, estos párrafos que transcribo en su literalidad: «las prelaturas per-
sonales tienen origen merced a una voluntad fundante externa al ente y a los que perte-
necerán a él: la voluntad de la Santa Sede, que puede erigirlas 'auditis quarum interest 
Episcoporum conferentiis' (can. 294); no pueden, por tanto, ser reconducidas en modo 
alguno a la voluntad de 'socios fundadores' o de un fundador privado. La voluntad de la 
Santa Sede determina al ente no sólo en su dimensión jurídica (lo cual es común a 
todos los entes ~incluidos los asociativos- que adquieren la subjetividad en el ordena-
miento mediante el otorgamiento de personalidad jurídica), sino también en cuanto a 
su existencia ontológica: la dimensión ontológica de las prelaturas personales, en 
efecto, viene dada por su existencia jurídica y coincide con ella. Sin el ejercicio con-
creto de la voluntad instituyente no se da el ente-prelatura personal» (pp. 206-207). 
Y añade algo más adelante: «no puede darse una prelatura de hecho, no reconocida 
aún pero en vías de reconocimiento (como se da, por el contrario, la asociación de he-
cho, no erigida aún en persona jurídica pero igualmente regulada por el derecho: cfr. 
can. 310); no pueden darse relaciones interpersonales que sean adscribibles a la prela-
tura y que signifiquen la dimensión agregativa que le es propia antes de que la pre-
latura sea constituida. Ni existe tampoco un derecho a la institución de la prelatura (en 
un sentido que pueda recordar al derecho de asociación del que se trata en el can. 215: 
no es pensable una prelatura que sea expresión de un derecho de los particulares) que 
pueda hacerse valer ante la autoridad instituyente. Existe, por el contrario, un poder, y 
sólo un poder, de la autoridad de instituir la prelatura» (p. 207). 
«La voluntad instituyente -precisa en este sentido el autor-, al instituir el ente en 
cuanto a su existencia ontológico-jurídica, lo constituye en su modo de ser jurídico, 
especificando ante todo sus finalidades esenciales (que justifican su institución) en el 
ámbito de las previstas por el derecho (can. 294: apta presbyterorum distributio; 
peculiaria opera pastoralia velmissionalia pro variis regionibus aut diversis coetibus 
soeialibus), y determinando al mismo tiempo sus normas de funcionamiento y de 
organización, que son esenciales también, todo lo cual es atribuido al ente con el acto 
de institución y mediante actos normativos secundarios (los estatutos), que son 
reconducibles al acto de institución y son expresión de la voluntad fundante (can. 295 
§ 1: ab Apostoliea Sede eondita)>> (p. 208). 
Pero para calificar correctamente la institución no basta simplemente con tener en 
cuenta su origen, sino que ha de considerarse tmnbién su función: «el problema de 
calificación del ente ha de resolverse atendiendo no sólo al momento genético (y, en 
particular, a la autoridad que lo constituye), que no es per se decisivo (visto que la 
autoridad eclesiástica puede ser fuente tanto de entes institucionales en sentido estricto 
como de entes asociativos), sino tmnbién a la relación funcional con el ordenamiento. 
En efecto, si bien todos los entes, de cualquier naturaleza, concurren a fines eclesial-
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mente relevantes, lo hacen, sin embargo, de modo diverso: directamente, en una rela-
ción orgánica de identificación funcional con el ordenamiento, los entes institucio-
nales; indirectamente, a través del impulso y el desarrollo de la dimensión relacional 
de los fieles, los entes asociativos» (pp. 214-216). 
El autor, en efecto, después de un denso y, al mismo tiempo, fino estudio que 
ocupa un buen número de páginas (pp. 167-254) -a las que aquí ya se ha hecho una 
leve referencia- y en el que entran en juego cuestiones de tanto calado doctrinal como 
las relativas a la distinción entre el elemento asociativo y el institucional en el orde-
nan'liento canónico; la delimitación y conexión entre lo público y lo privado en la 
Iglesia; los fenómenos de personificación y subjetividad en Derecho canónico (tema, 
por lo demás, particularmente grato y familiar a Lo Castro); y otros de esta naturaleza, 
llega a la siguiente conclusión: «La prelatura personal se presenta como un organismo 
institucional, desarrollo de derecho humano de la línea organizativa ordo-communitas; 
un organismo que es expresión de la sollicitudo primacial in bonum commune totius 
Ecclesiae, al servicio de ésta (. .. ). La peculiar función que desarrollan sitúa a las 
prelaturas dentro de la categoría de los entes estrictamente institucionales y las distin-
gue de otros entes (diócesis) pertenecientes al mismo genus» (p. 251). 
Tras unas precisiones en tomo a las relaciones entre prelaturas personales e iglesias 
locales y, en concreto, tras el examen de las cláusulas de salvaguarda de la competen-
cia de los ordinarios del lugar previstas en el Código (cc. 294 y 297), Lo Castro afron-
ta en el cuarto y último capítulo algunos «pertiles problemáticos» (pp. 257-314). Y ello 
porque, entre otras razones, la inclusión de estas nuevas instituciones en las estructu-
ras organizativas de la Iglesia, caracterizadas por una consolidada estabilidad, «plantea 
una serie de problemas prácticos y teóricos, cuya solución es necesaria para dar cuenta 
de la racionalidad tanto de la enunciación normativa general y abstracta del instituto, 
como del concreto hecho institutivo de cada prelatura personal (. .. ») (p. 259). 
Entre otras cuestiones en las que no es posible detener aquí la atención -por ejem-
plo, las razones que justifican la institución de una prelatura personal; la relación entre 
voluntad privada y voluntad pública en la institución de la primera prelatura personal; 
la posibilidad de pertenencia plural a diversos entes institucionales-, pero que el lector 
encontrará minuciosa y coherentemente tratadas en las páginas de este capítulo, subra-
yaré simplemente una: la valoración crítica que el autor hace de la posición doctrinal 
según la cual es imposible formar parte de entes institucionales propios de la consti-
tución y organización jurisdiccional jerárquica de la Iglesia a través de un acto volunta-
rio; o dicho con otras palabras, la pertenencia a instituciones de la constitución y or-
ganización jurisdiccional jerárquica de la Iglesia es automática y se apoya en criterios 
objetivos (por ejemplo, domicilio, rito, condición de militar). 
Lo Castro hace notar, con finura técnica y brillantez expositiva, que todo acto de 
incorporación a las estructuras institucionales de la Iglesia tiene naturaleza voluntaria. 
«Es necesario al respecto -dice- tener cuidado en no confundir la adhesión automática a 
un ente (como la que atañe a los entes territoriales, como las diócesis, las parroquias) 
con la adhesión obligada. La adhesión automática no es obligación de la voluntad, 
sino ficción de la voluntad, según un fenómeno que se veritica en todas las ramas del 
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derecho (desde el público hasta el privado); basta tal punto que el fiel puede sustraerse 
con toda certeza a la automática adscripción al ente con que haga una concluyente ma-
nifestación explícita (en el caso del rito, por ejemplo) e incluso tácita (en el caso de 
cambio de domicilio). El hecho de no poder imaginar la pertenencia a la Iglesia sin 
pensar en pertenecer 'necesariamente' a una estructura suya (sea territorial o personal), 
expresa en realidad un hecho lógico, un requisito de coherencia, en virtud del cual el 
hombre no puede pretender estar en una situación y encontrarse al uúsmo tiempo en 
una situación diversa de aquella preelegida; pero no una necesidad absoluta, metafísica, 
contradictoria con el hecho jurídico, que se asienta sólo sobre el presupuesto de la li-
bertad humana» (p. 294). 
Y añade algo más adelante que el acto de adhesión a la prelatura personal tiene el 
mismo relieve y el mismo significado que el acto de adhesión a la Iglesia y a las igle-
sias locales o a otras estructuras jurisdiccionales jerárquicas en la Iglesia, precisamente 
porque la adhesión voluntaria y libre está en el fundamento, en la base de todas las es-
tructuras eclesial es (cfr. p. 296). 
La monografía termina con una exposición, entre otros aspectos, de la naturaleza de 
la jurisdicción del prelado -ordinaria propia (c. 295)- y de la coordinación entre prelatu-
ras personales e iglesias locales (c. 297). Por otra parte, parece oportuno subrayar -como 
lo hace el autor en un post scriptum de su «Advertencia preliminar»- que el a. 80 de la 
consto ap. Pastor Bonus, de 28.V1.1988, dispone que pertenece a la Congregación de 
obispos todo lo que concierne a la Santa Sede sobre las prelaturas personales, como ya 
lo hacía la consto ap. Regimini Ecclesiae Universae, n. 49 § 1. «La norma ( ... ) 
-escribe Lo Castro- confirma plenamente las conclusiones sostenidas a lo largo del 
presente trabajo sobre la naturaleza jurídica de las prelaturas personales, conclusiones 
que pueden recabarse también del reconocimiento de dicha competencia» (p. 9). 
La cuidada y precisa traducción al castellano de esta monografía ha sido realizada 
por Javier Otaduy, con la colaboración de Jorge Miras y Antonio Viana. y me parece 
conveniente llamar la atención sobre esta meritoria tarea, teniendo en cuenta, además, 
que se trata de una obra no fácil de verter con fidelidad a otro idioma por la riqueza de 
sus expresiones -puede verse, en este sentido y como ejemplo, la nota de los traducto-
res en p. 215- y por la calidad técnica -y, por ello, en ocasiones muy gráfica- del 
lenguaje original. 
JUANFORNÉS 
Eduardo BAURA, Legislazione sugli Ordinariati castrensi, Ateneo Romano deIla Santa 
Croce, ed. Giuffre, Milano 1992, 1 vol. de 382 págs. 
El tema de la asistencia pastoral a los militares católicos, canónicamente organi-
zada en treinta países a través de los ordinariatos castrenses, presenta diversos aspectos 
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de interés, pero a la vez una cierta complejidad. La complejidad de la materia, que pue-
de restar entusiasmo al estudioso o interesado, deriva ante todo de la variedad de fuen-
tes normativas que la regulan. En efecto, por no aludir a las normas universales que 
han regulado el fenómeno históricamente, basta observar que, además del CIC 1983 y 
otras leyes generales de la Iglesia, se aplican también a los ordinariatos la const. ap. 
Spirituali Militum Curae de 21.IV.1986, diversas normas civiles -unilaterales o pac-
tadas con los poderes públicos- que influyen en la regulación eclesiástica, y, fmal-
mente, los estatutos sancionados por la Santa Sede que determinan diversos aspectos 
relativos al régimen y organización de los ordinariatos. 
Ante tal situación los estudios comparados sobre la cura castrense exigían hasta 
ahora una recopilación fatigosa de diversas fuentes normativas de difícil acceso, tenien-
do en cuenta que buena parte de las normas eran publicadas en boletines eclesiásticos y 
civiles de distintas naciones. Por este motivo la publicación del profesor Baura, será 
recibida con un interés acompañado de sentimientos de alivio. 
Advierte el autor en el prólogo que introduce el volumen que no pretende ofrecer 
una compilación legislativa en sentido estricto. En efecto, tras la promulgación en 
1986 de la const. ap. Spirituali Militum Curae todavía no han sido publicados todos 
los estatutos de los ordinariatos militares, a pesar de que la citada ley pontificia esta-
blecía el plazo de un año para la sanción estatutaria. Este hecho, verdaderamente sor-
prendente a primera vista pero también comprensible si se consideran los efectos y 
condicionamientos civiles de la regulación canónica de la cura castrense en muchas 
legislaciones estatales, ayuda a entender el motivo del título elegido para el presente 
volumen (Legislazione y no Statutj). Sin embargo, la legislación estatutaria reunida 
(22 estatutos sobre un total de 30 ordinariatos) resulta completada por otras normas 
canónicas y estatales aplicables a 4 ordinariatos sin estatutos definitivamente sancio-
nados. El conjunto de normas aquí sistematizado se refiere, por tanto, a un total de 26 
países. Considerando las dificultades propias de la tarea recopiladora realizada por Baura, 
a las que hay que añadir el dato de que ni siquiera fueron publicados en su momento 
todos los decretos de erección de los entonces denominados «vicariatos» castrenses 
(así, en los casos de Perú, Indonesia, Africa Meridional, Austria y U ganda), debe seña-
larse que el esfuerzo del autor es objetivamente valioso y el conjunto de la legislación 
aquí reunida permite un conocimiento suficientemente amplio de las normas regula-
doras de la cura castrense en la actualidad. 
El volumen se divide en dos partes. En la primera (pp. 3-57) el autor presenta un 
estudio comparado sobre la normativa de los ordinariatos militares. Además de la exé-
gesis de las normas estatutarias sobre el ordinario castrense, la organización interna del 
ordinariato, el presbiterio y los fieles, tienen particular interés a mi juicio las conside-
raciones del autor sobre el complejo normativo aplicable a la cura castrense y la 
naturaleza jurídica de los estatutos. En estas páginas Baura plantea problemas y ofrece 
soluciones que no habían sido consideradas hasta ahora por la doctrina canónica (así, 
por ejemplo, su calificación de los estatutos de los o-rdinariatos como leggi papali 
particolari di Iratto (analogicamente) statutario. en p. 11). Las páginas finales de este 
estudio comparado consideran algunos aspectosjw-ídicos de los ordinariatos militares. 
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El autor demuestra conocer perfectamente los problemas canónicos de carácter siste-
mático discutidos por la doctrina científica en esta materia, incluyendo la propia califi-
cación del ordinariato militar como institución canónica. 
Tras este estudio introductorio, la segunda parte del libro presenta la legislación 
sobre los ordinariatos militares. El primer apartado se dedica a la legislación universal 
sobre la materia. Después se ofrece la legislación particular vigente en 26 países de 
áreas geográficas muy diversas. La legislación particular no sólo incluye los estatutos 
de cada ordinariato, comentados por el autor en sus aspectos más relevantes, sino 
también diversas convenciones celebradas entre la Santa Sede y los Estados. Además 
se reúnen como apéndices otras normas que conservan un valor histórico e interpre-
tativo, como son los decretos de erección de las estructuras eclesiásticas militares. 
La variedad de fuentes canónicas aplicables a diferentes instituciones y la relevancia 
del derecho particular en el sistema canónico actual, constituyen motivos suficientes 
para celebrar la publicación de estudios como el del prof. Baura. Hay que felicitar al 
Ateneo Romano de la Santa Cruz por esta utilísima iniciativa de publicar colecciones 
de textos legislativos particulares oportunamente sistematizados y comentados. 
ANTONIO VIANA 
AA.VV. (H. LEGRAND-J. MANZANARES-A. GARCÍA y GARCÍA, Eds.), Natura-
leza y futuro de las Conferencias Episcopales, Actas del Coloquio internacional 
de Salamanca (3-8 enero 1988), Salamanca 1988, 1 vol. de 505 págs. 
A pesar de que han transcurrido ya algunos años desde su publicación, estas Actas 
no han perdido actualidad consideradas en sí mismas y en relación con la propia mate-
ria que fue objeto de estudio durante el Simposio salmantino. El volumen que comen-
tamos lleva camino de convertirse en un clásico sobre la materia, como lo demuestran 
sus diversas ediciones y las frecuentes citas en revistas especializadas de los estudios 
aquí reunidos. 
El Sínodo extraordinario de 1985, convocado con motivo del vigésimo aniversario 
del Concilio Vaticano JI, se refirió expresamente a diversas cuestiones que habían sido 
objeto de atención por parte de teólogos y canonistas desde hace años. Concretamente 
el Sínodo, tras valorar la utilidad e incluso la necesidad de las Conferencias episcopa-
les en las circunstancias actuales, promovía un estudio de su estatuto teológico y de 
su autoridad doctrinal, al tiempo que las consideraba como signo e instrumento de 
afecto colegial entre los Obispos. El Sínodo subrayaba que en su modo de proceder las 
conferencias debían tener presente el bien de la Iglesia, es decir, el servicio a la unidad 
y la responsabilidad inalienable de cada Obispo hacia la Iglesia universal y particular. 
También recomendaba un estudio sobre la posible aplicación del principio de subsidia-
riedad en la Iglesia. 
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Fieles a estas sugerencias del Sínodo de 1985, algunos representantes del Instituto 
Católico de París y de la Universidad Pontificia de Salamanca promovieron la celebra-
ción de un Coloquio Internacional, que tuvo lugar en los primeros días de 1988, y que 
contó con el patrocinio de una Comisión Asesora y la participación de especialistas de 
diversas Universidad Católicas. Como explican los editores en la presentación de las 
Actas, el planteamiento científico del Coloquio tuvo carácter interdisciplinar, a partir 
sobre todo de la teología y del derecho canónico. Su desarrollo fue original porque se 
articulaba sobre la base de las conferencias pronunciadas, una primera valoración o 
«respuesta» a las mismas a cargo de diferentes especialistas, y finalmente la reunión 
de los participantes en grupos de trabajo distribuidos por áreas lingüísticas. 
Las primeras páginas de las Actas recogen las diversas intervenciones en tomo a 
los aspectos históricos relacionados con las conferencias episcopales: Las conferencias 
a la luz de los concilios particulares durante el primer y segundo milenio (H. J. 
Sieben y A. García y García, respectivamente), la teología y el estatuto jurídico de las 
conferencias episcopales en el Concilio Vaticano 11 (R. Sobanski-C. Colombo), y 
desde el Concilio hasta el Código de 1983 (G. Feliciani-F. Morrisey). 
Después de esta valoración histórica, sigue la temática relativa a las Conferencias 
episcopales «como instancias en la vida eclesial» y la profundización en su estatuto 
teológico. Se recogen aquí importantes aspectos de las conferencias, como son su 
relación con los obispos diocesanos (H. Müller-H. Legrand), con la Santa Sede (P. 
Kramer-A. Acerbi), sus relaciones recíprocas (1. FÜrer-J. Hortal), su naturaleza 
eclesiológica (A. Antón-J .M. Tillard) y su autoridad doctrinal (l. Manzanares-R. 
Blázquez). 
También fue objeto de estudio en el Coloquio salmantino, de acuerdo con las suge-
rencias del Sínodo de 1985, la consideración del principio de subsidiariedad, tanto 
desde el punto de vista de la sociología (F.X. Kaufmann-L. Voyé), como también en 
cuanto a su pertinencia eclesiológica (l.A. Komonchak-J. Losada). 
Finalmente, representantes de la Federación Luterana Mundial (A. Aarflot), de la 
Iglesia anglicana (R. Greenacre) y de la Iglesia ortodoxa (J. Zizioulas), afrontaron la 
temática relativa a las conferencias episcopales desde un planteamiento ecuménico. 
Mediante la lectura de estas páginas se pueden comprobar los principales proble-
mas teóricos y prácticos que suscitan actualmente las conferencias episcopales: desde 
su propio encuadramiento eclesiológico y canónico -habría que incluir aquí el debate 
sobre si la fundamentación de las conferencias responde al principio de la colegialidad 
episcopal en relación con la conununio ecclesiarum y la sacramentalidad del episco-
pado, o bien se deberían buscar sus posibilidades y sus límites con planteamientos de 
carácter funcional o ministerial-, hasta las cuestiones variadas que se plantean en rela-
ción con su autoridad doctrinal, las relaciones con las diócesis y la Santa Sede; sin ol-
vidar los aspectos relativos al ejercicio de su potestad y la mayor o menor amplitud de 
sus competencias. Son múltiples los'aspectos que derivan a su vez de estas cuestiones 
generales. Todos ellos son examinados por los especialistas que tomaron parte en el 
Coloquio. 
Existen sin embargo algunos problemas, de orden canónico sobre todo, que no 
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aparecen monográficamente tratados en las Actas, si bien son mencionados algunas 
veces por los participantes en el Coloquio salmantino. Dentro de la cuestión general 
del estatuto canónico de las conferencias episcopales resultaría muy útil la reflexión 
específica sobre su configuraci6n como «instituta permanentia» (efr. c. 447), integra-
dos en un nivel ¿intermedio? entre la organización eclesiástica universal y particular. 
Bajo esta perspectiva, el tiempo transcurrido desde la promulgación del decr. Christus 
Dominus y del CIC de 1983, estimula los estudios de carácter comparado en los as-
pectos relativos a la estructumción interna y la actividad realizada por las diversas con-
ferencias. El examen, a partir de los diversos estatutos, de la estructuración interna de 
las conferencias episcopales y de las relaciones entre los órganos que la componen, 
tienen interés para el estudioso porque podría aportar soluciones razonables al pro-
blema de la excesiva complejidad organizativa que se advierte en algunas conferencias 
constituidas. 
Por su parte, el estudio de la actividad realizada por las diversas conferencias es 
ciertamente complejo, pero resulta necesario paro proceder a una valoración objetiva de 
su actividad pastoral y canónica en las distintas áreas geográficas. 
En este sentido, el análisis de la actividad de las conferencias episcopales debe tener 
en cuenta también otro aspecto sumamente importante y que incide en su propia fina-
lidad. Me refiero al papel insustituible de las conferencias episcopales en el plano de 
las relaciones entre la autoridad eclesiástica y los poderes públicos de cada nación, o, 
si se quiere, en la perspectiva más amplia de las relaciones Iglesia-mundo y el desarro-
llo de la tarea evangelizadora en la sociedad. Además, desde una perspectiva intraecle-
sial deberían valorarse siempre, no sólo las relaciones inteIjerárquicas (conferencia 
episcopal-obispo diocesano; conferencia episcopal-Santa Sede), sino también y de ma-
nera específica la propia relación de servicio entre los obispos integrados en la confe-
rencia y el entero Pueblo de Dios (los christifideles en sus más diversas condiciones). 
No hay que olvidar en este sentido que los destinatarios de la actividad de la conferen-
cia como institución no son solamente los obispos individualmente considerados, 
sino también los demás fieles del territorio. 
Naturalmente todos estos aspectos de las conferencias episcopales plantean la con-
veniencia de la interdisciplinariedad, en el sentido (como acertadamente han compren-
dido los organizadores del Coloquio de Salamanca) de una colabomci6n entre las diver-
sas ciencias que los estudian desde perspectivas también diversas: teología, derecho ca-
nónico, historia, sociología. Esta colaboraci6n no siempre es fácil de aplicar, pues 
siempre existe la tentación de confundir los ámbitos y métodos de las distintas cien-
cias. En lo referente a las relaciones teología-derecho canónico a propósito de las con-
ferencias episcopales, me parece oportuno subrayar, frente a algunas intervenciones 
que se recogen en las Actas que comentamos, que la función de la ciencia canónica no 
consiste simplemente en instrumentar técnicamente las soluciones ideadas en sede teo-
lógica, porque la argumentación jurídica se expresa también en niveles gnoseológicos 
de carácter fundamental. Lo canónico no puede plantearse como alternativa a lo teoló-
gico; pero la función cienÚfica canónica no es, a mi juicio, meramente determinativa 
o ejecutiva de la teología entendida como ciencia. Por otra parte parece necesario en 
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este diálogo interdisciplinar el establecimiento de unas bases que permitan valorar la 
terminología que en cada caso se emplea. Así, por ejemplo, a propósito del ius divi-
num (cuyo punto de comparación no es el ius ecclesiaslicum, sino el ius humanum), 
de la potestad y del mismo concepto de colegialidad. 
En resumen, la consulta de este volumen resulta indispensable para el estudioso de 
las conferencias episcopales, a la vez que sugiere nuevos puntos de reflexión sobre el 
futuro de este importante instituto. 
ANTONIO VIANA 
Peter SCHAPPERT, Solidariche Pfarrseelsorge. MtJglichkeil und Bewertung in der 
neuklassischen Kanonislik, Dissertationen: Kanonistiscbe Reibe, Band 7., 
ISBN 3-88096-577-3, EOS Verlag Erzabtei S1. Otilien, 1991. 
Se trata de una monografía breve (I-XLI y 145 págs.) de encuadernación rústica, 
como las obras precedentes de la serie en que se inserta (Disserlalionen: Kanonislische 
Reihe). 
La obra consta de 5 capítulos. El capítulo l -«El tema de trabajo, bibliografía 
canónica fundamental y método»- abarca las 24 primeras págs. El autor delimita en 
primer término qué entiende por administración parroquial solidaria y por canonística 
neoclásica, para después dar respuesta a dos cuestiones: ¿Era posible en el tiempo de la 
canonística neoclásica la administración parroquial solidaria, o bayal menos indicios 
para suponer la existencia de tal forma de atención pastoral? y ¿qué se pretende valorar 
acerca de la administración parroquial solidaria en la canonística neoclásica? 
Esta última pregunta se responde en la pág. 19 del modo siguiente: En sentido po-
sitivo, se trata de reconstruir las expresiones y las consecuencias jurídicas de asistencia 
parroquial solidaria en la medida en que afecta a la posibilidad de la cura parroquial 
solidaria (ej., consecuencias jurídico-patrimoniales o de aplicación de Misas). En sen-
tido negativo, se excluyen las cuestiones organizativas tales como la división del 
trabajo o el modo de ejercer la cooperación. 
El capítulo 2 -«Los fundamentos jurídico-canónicos relativos a la atención parro-
quial solidaria antes del Concilio de Trento» (págs. 25-62)- analiza la forma y el 
contenido de las fuentes que siguen: 
Cuatro textos del Decreto de Graciano (C. 7 q.l c.41; C.7 q.l c.15; C.21 q.2 c.4; 
C.21 q.2 c.5); seis del Liber Extra (X.3.5.8; X.3.5.15; X.1.31.14; X.3.5.28; 
X.3.5.30 y X.4.4); dos del Liber SeXlus (VI.1.6.14 y VI.1.16.4); uno del Concilium 
Londoniense (1.237); otro del Concilium apud Campinacum (1.238) y otro del Con-
cilium apud Vallem Oleli (1.322). 
El Autor resume la situación jurídica anterior al Concilio de Trento en los si-
guientes puntos: Ausencia de una prohibición general de atención parroquial solidaria; 
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como consecuencia de normas particulares, la administración in solidum de una 
parroquia estaba prohibida en Inglaterra y en las provincias eclesiásticas de Reims y 
Bordeaux; la prohibición general de repartir prebendas podría interpretarse como una 
muestra contraria a la administración parroquial solidaria, pero no contra la práctica de 
la misma cuando cada párroco poseía su propio beneficio (págs. 60-62). 
En el capítulo 3, titulado «La legislación sobre atención parroquial solidaria ema-
nada del Concilio de Trento, los Sínodos particulares posteriores y Benedicto XIV» 
(págs. 63-80), se analizan tres textos del Concilio de Trento (sessio 7, canon 7 y 
sessio 24, cánones 13 y 18), uno del Concilio Mechliniense (1570), otro del Concilio 
Mediolanense IV (1576) y, por último, la Constitución apostólica Ad milirandis de 
Benedicto XIV (1742). 
El Autor concluye que el Concilio de Trento no adoptó ninguna norma que afectara 
directamente a la administración parroquial in solidum. Como regla general, se con-
templa la situación de parroquias con un solo párroco. La administración de parroquias 
por varios párrocos era, sin embargo, un fenómeno conocido. El Sínodo de Mecheln 
estableció para su territorio una prohibición estricta de parroquias in solidum y 
recomendó la división de las parroquias. El Sínodo de Milán, por su parte, aconsejó la 
división de las tareas parroquiales y de los ingresos entre los distintos sacerdotes, sin 
llegar a recomendar la división de la parroquia; prohibió, esto sí, que los distintos 
sacerdotes asumieran por turnos la responsabilidad en la atención pastoral. 
El capítulo 4 -«Valoración canónica de la posibilidad de asistencia parroquial 
solidaria en la canonística neoclásica»- se centra principalmente en las aportaciones de , 
Jerónimo González, cuyo pensamiento resume el Autor en tres tesis: la prohibición de 
más de un párroco en una parroquia; la posibilidad de una administración parroquial 
solidaria y las distintas variantes a través de las cuales se atiende el ejercicio solidario 
de la atención parroquial (págs. 100 y ss.), a la vez que se niega el útulo de párroco a 
más de un sacerdote. Esta opinión doctrinal se presenta en contraposición a una 
decisión de la Rota para el Arzobispado de Milán, en la que se designa, sin limitación, 
como párrocos a todos los sacerdotes que se ocupan de una parroquia. 
En el capítulo 5 -«Resumen y valoración» (págs. 127-138)-, concluye el Autor 
que la tensión entre la cláusula reprobatoria de la administración parroquial solidaria 
(Codex de 1917) y el expreso reconocimiento de esta figura (Codex del 83), puede 
'detectarse en la historia desde el Concilio de Trento hasta el siglo XIX. La canonística 
neoclásica, en un esfuerzo por dar una respuesta conciliadora de estas dos tendencias 
contrapuestas, entendió que una parroquia sólo puede tener un párroco único; a la vez, 
consideraba posible la administración parroquial solidaria. 
El Autor muestra a lo largo de la obra -y resume en este último capítulo- la 
opinión mayoritaria de la canonística neoclásica: el concepto de parroquia se definía, 
entre otros caracteres, por la existencia de un párroco único. El fundamento legal de 
esta opinión se encuentra no sólo en los cánones del Concilio de Trento, sino también 
en dos textos -uno del Decreto de Graciano (C. 21 q.2 c.4) y otro de las Decretales 
(X.3.5.8)- que contienen la prohibición de más de un párroco en una parroquia. La 
discusión con las posibles objeciones a este aserto, a la luz de las fuentes y de escritos 
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de la época, es defendida de modo satisfactorio; se deja abierta la cuestión de los 
argumentos teológicos que pudieran servir de fundamento a la ley. 
Sobre la posibilidad de administración parroquial solidaria, destaca la ausencia de 
normas generales que la reconozcan directamente. De modo indirecto aparece en el 
Decreto de Graciano (C .7 q.l c.l5-2.2). 
La tesis de la doctrina canonística neoclásica, que permite armonizar las dos ten-
dencias contrapuestas, puede resumirse así: la clave de la cuestión radica en la dis-
tinción entre la asistencia y el ejercicio de la asistencia. Esta distinción resulta criti-
cable, a su juicio, porque conduce a una separación fáctica entre el nivel jurídico-ma-
terial y el formal, de modo que el principio fundamental de unidad del oficio parroquial 
queda vacío de contenido. El trasfondo histórico expuesto es interpretado por el Autor 
como un ejemplo de la tensión entre la teoría jurídico canónica y su ejecución 
práctica. 
De la obra merece destacarse, en sentido positivo, el que el Autor se haya atrevido 
a abordar un tema tan árido y difícil en su primera monografía -su adecuado 
tratamiento requiere una buena preparación en Historia y en Derecho administrativo 
canónico- además del acierto que supone estudiar una figura nueva en el CIC de 1983 
desde un punto de vista histórico. 
El Autor sigue con extrema fidelidad el método de trabajo que se impone al 
comienzo. La búsqueda y selección de fuentes es ya en esta obra un trabajo personal 
de indudable valor que se realiza con competencia y al que van añadiendo breves 
valores. 
MARÍA J. ROCA 
AA.VV. (Ed. J. MANZANARES), La Parroquia desde el nuevo dereC/w Canónico, 
Ediciones Universidad Pontificia de Salamanca, Salamanca 307 págs. 
Este libro editado por la Universidad de Salamanca recoge distintas conferencias en 
torno a la «parroquia», que se pronunciaron con ocasión de las X Jornadas de la 
Asociación Española de Canonistas, celebradas en Madrid en abril de 1990. 
Abre el libro Mons. Antonio M. Rouco Varela, arzobispo de Santiago de Com-
postela, disertando acerca de: «La parroquia en la Iglesia. Evolución histórica, mo-
mento actual, perspectivas de futuro» (pp. 15-29). Define a la parroquia con las 
palabras de la Exhortación Apostólica «Christifideles laici», n. 26 -«es la última 
localización de la Iglesia, es (. .. ) la misma Iglesia que vive entre las casas de sus hijos 
y de sus hijas» (p. 18)- Y del Concilio: «En cierto modo, la Parroquia representa a la 
Iglesia visible constituida por todo el Orbe» (S.C., n. 42). 
Por esto, viene a señalar que. la parroquia es la realización visible de la Iglesia y 
fruto institucional de su misión (cfr. p. 19). Más adelante, señala que la parroquia es 
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la «expresión de la comunión eclesial», y en ella se lleva a cabo la santificación de los 
hombres. 
Recogiendo unos apuntes históricos, que han marcado la existencia de la parroquia, 
Mons. Rouco señala que fue el Concilio de Trento -no obstante los problemas de 
aquel tiempo- el que hizo de la parroquia un instrumento básico de la cura pastoral de 
los fieles. 
Luego presenta algunos de sus rasgos en el momento en que se celebró el Concilio 
Vaticano 11, destacando su papel en el tiempo presente de la Iglesia. En orden al 
futuro, Mons. Rouco nota ciertos problemas que habrá de afrontar la parroquia, así 
como ciertas funciones eclesiales que habrá de prestar con carácter irrenunciable. 
LARRABE ORBEGOZO, J.L., trata de, Lafigura del párroco: su estatuto jurídico 
(pp. 31-54). Al párroco se le confía el cuidado pastoral de una «comunidad de fieles» 
(c. 515). 
Parte del principio de que el nuevo Código opta a favor de la estabilidad del 
párroco, en lugar en la inamovilidad. El Código prescribe que se le «nombre por 
tiempo indefinido» (c. 522), pero -por otra parte- el obispo, en conformidad con el 
criterio de la Conferencia Episcopal, puede nombrar para «un tiempo determinado». La 
Conferencia Episcopal Española ya ha actuado con este carácter: en muchas diócesis se 
nombra por seis años prorrogables por otros seis, a juicio del obispo, cuando lo exija 
el bien pastoral de la parroquia. 
Luego señala algunas de las prerrogativas que competen al párroco como estatuto 
jurídico-canónico, a partir de algunos estudios a lo largo de la historia. Termina por 
hacer un estudio comparativo de la figura del párroco en el Código de 1917 y 1983. 
MARZOA, A., aborda la cuestión del Nombramiento de párrocos y el criterio de 
estabilidad (pp. 55-72). Señala que el criterio general de nombramiento de párrocos en 
las diócesis españolas es por «tiempo determinado» (en tomo a los seis años). 
Destacando el elemento funcional y comunitario (agrupación de fieles) que 
caracteriza a la parroquia, destaca la figura del «párroco» como elemento decisivo que 
ladefme. 
Analizando el carácter temporal en el nombramiento del párroco, tanto en el C.LC. 
1917 como en el Concilio Vaticano 11, señala que en el nuevo Código el párroco ha de 
gozar de estabilidad. El nombramiento por tiempo determinado es excepcional, ya que 
la norma general será nombrarlo por tiempo indefinido. 
SANTOS, J.L., trata de las Funciones especialmente encomendadas al párroco y 
problemas parroquiales (pp. 73-96). Realiza un estudio detallado de las funciones que 
le atribuye el Código, distinguiendo entre: funciones sacramentales, funciones 
litúrgicas no sacramentales y otras funciones o facultades. 
MIRAS, J., centra su estudio en El ministerio parroquial confiado «in solidum» a 
varios sacerdotes (pp. 97-115). Nota que el C.I.C. de 1917 (c. 460) sanciona la 
unicidad del párroco, al tiempo que reprueba la costumbre anterior y revoca cualquier 
privilegio. 
Luego alinna el carácter excepcional de las «parroquias in solidum»: varias parro-
quias son confiadas, conjuntamente, a varios sacerdotes, de los cuales uno es nOffi-
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brado «moderador» (cc. 542 .. 544). En este caso -advierte- no hay un párroco, sino que 
las funciones parroquiales son asumidas por varios sacerdotes solidariamente (cfr. p. 
101): esta figura sólo es aplicable cuando las circunstancias que lo exijan (no basta 
que sea oportuno o conveniente). 
El número de sacerdotes deberá ser dos o más. Existe un sólo «oficio», encomen-
dado simultáneamente a «varios titulares». Ad extra, todos los sacerdotes son igual-
mente responsables en lo que se refiere a las obligaciones del grupo. Las funciones del 
párroco las realizará el designado ordenadamente por ellos mismos. El «moderador» es 
el responsable ante el obispo. 
DÍAZ, J.M. trata de los Derechos de los fieles y vida parroquial (pp. 117-159). 
Destaca algunos aspectos, señalando algunas proposiciones sugerentes. 
AZNAR, F., aborda La administración de los bienes temporales de la parroquia (pp. 
161-215). Da relieve a la función del consejo parroquial de administración y 
economía. Su función es de carácter consultivo, no deliberativo. Su fmalidad propia es 
ayudar al párroco en la gestión administrativa. Se constituye a partir de los criterios 
establecidos por el obispo. Luego reseña unas funciones consultivas o asesoras, otras 
de control y ejecutivas. 
URRESTI, J., Los consejos parroquiales de pastoral en España (pp. 217-244). Los 
consejos parroquiales nacieron en España a partir del Motu Proprio de Pablo VI 
Ecclesiae Sanctae (6.8.1966, nn. 16, 17 Y 30), que recogía también la existencia del 
consejo pastoral diocesano. La Conferencia Episcopal Española, más adelante, dio 
algunas orientaciones sobre los mismos (4.12.1966). 
Cierran estos artículos un discurso del Emmo. Sr. Cardenal Don Angel Suquía 
sobre La parroquia, comunidad de fieles. 
En Apéndice, se recogen dos trabajos: PÉREZ HEREDIA, l., Novedades canónicas 
del año 1991 (pp. 253-288) Y DE LA HERA, A., Información sobre el derecho 
eclesiástico del Estado español en 1989 (pp. 289-307). 
PEDROJESÚSLASANTA 
CIENCIA CANÓNICA 
Carlos LARRAlNZAR, Introducción al Derecho canónico. Segunda edición revisada, 
Editorial IDECSA, Santa Cruz de Tenerife 1991, 351 págs. 
En la bibliografía canonística española son abundantes los trabajos en tomo a lo 
que podríamos denominar las cuestiones fundamentales de la disciplina, como lo son, 
ciertamente, las relativas a la naturaleza y al método de investigación del Derecho 
canónico. Hace unos años, Pedro Lombardía se interrogaba acerca de las causas de tan 
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prolífica producción científica (Vid. Escritos de Derecho canónico y de Derecho ecle-
sidstico del Estado, V, Pamplona, 1991, p. 259) Y aludía a que, vigente el anterior 
régimen de acceso a las cátedras universitnrias espafiolas, uno de los ejercicios consis-
tía en la presentación de una memoria inédita sobre el concepto, método y fuentes del 
Derecho canónico. La calidad de numerosos de aquellos trabajos, que merecieron poste-
riormente la publicación como libros, indica que esa tarea no fue considerada como el 
cumplimiento de un simple trámite administrativo sino que respondía a la inquietud 
que, entre los universitarios espafioles, suscitaban esas cuestiones fundamentales, de 
interés permanente y siempre actuales. 
Carlos Larrainzar es catedrático de Derecho canónico desde 1982. Cabe suponer que 
el libro ahora publicado guardará alguna relación con aquel trabajo inicial, aunque de 
manera próxima conecta con su primera Introducción al Derecho canónico, datada en 
1989. El título actual mantiene el anterior, aunque se afiade Segunda edición revisada. 
En realidad, el libro ha sido enteramente re-escrito, hasta el punto de que puede 
considerarse una obra original. 
Esta Introducción al Derecho canónico no es primariamente un manual para uso 
docente ni una exposición sintética de las instituciones del Derecho canónico. Se trata, 
más bien, de una larga y madurada reflexión acerca del concepto, naturaleza y meto-
dología de la ciencia del Derecho canónico. El autor no pretende tanto decir cosas 
nuevas sobre la gran diversidad de cuestiones que abordH, sino, más bien, ordenar y 
reducir a alguna unidHd lógica y sistemática esa amplia gama de temas objeto de su 
consideración y masivamente presentes en la bibliografía especializada. No se piense, 
sin embargo, que no hayan de aparecer a lo largo del escrito los personales puntos de 
vista del autor, que, por el contrario, manifiesta con frecuencia y rotundidHd. Al tér-
mino de la lectura del libro su posición científica y su alineamiento doctrinal resultan 
muy claros. 
Como he apuntado, el valor más estimable de esta obra, independientemente de que 
se sintonice o no con sus afirmaciones, es la originalidHd de su planteamiento y la 
íntima trabazón que se advierte entre el cúmulo de temas que se entrecruzan en tomo a 
la cuestión primera de la definición esencial del Derecho canónico. Por tal motivo, 
prescindiré en este comentario de la referencia a cuestiones particulares para ilustrar, 
sobre todo, esa lograda unidad estructural de la obra. 
La investigación arranca del punto de inicio de toda ciencia, a saber, la cuestión del 
nombre. El capítulo primero, en efecto, pretende realizar una simple descripción 
nominal y empírica del Derecho canónico, extraída de la experiencia histórica. El ius 
canonicum aparece como noción que tiene significación mediante referencia a hechos y 
acontecimientos muy determinados de la historia, en los cuales se justifica y en los 
que además encuentra su propia razón de ser. Son muy apreciables las observaciones 
del autor a propósito de lo que denomina la novedad cristiana (la distinción entre los 
órdenes temporal y espiritual) y la consiguiente cuestión política que suscita. 
Sobre esos hechos históricos es posible decantar un significado nominal y típico 
para el término ius canonicum que sería «la regula (la regla o bien regulae, el conjun-
to de reglas) intraeclesial y autónoma que ordena y organiza a los fieles creyentes 
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como grupo (es decir, ordena a los fieles de un mismo credo religioso para que formen 
un grupo O un cuerpo orgánico) al tiempo que mantiene su interna conexión~~ (p. 71). 
Más brevemente puede afirmarse que, desde sus orígenes, el Derecho canónico es un 
Derecho religioso cuyas notas individuan tes son la intraeclesialidad y la autonoDÚa de 
sus cánones respecto del poder secular. 
La insuficiencia de la perspectiva empírica para dar razón de la íntima naturaleza 
del Derecho canónico conduce al autor a la búsqueda de una noción real -es decir, una 
noción propia, extraída del análisis de su naturaleza-, y para lograrlo se propone pre-
viamente dilucidar la posibilidad misma del concepto de Derecho religioso. ¿Existe 
una compatibilidad objetiva entre lo jurídico y lo religioso?; ¿hay modos reales 
de relación entre Religión y Derecho? Este es el tema del capítulo segundo del 
libro. 
Más allá de la concreta referencia a los movimientos doctrinales que han planteado 
oposición entre lo jurídico y lo religioso (aspectos también tratados), Carlos 
Larrainzar penetra en el ámbito de la antropología filosófica para resolver en qué 
medida la norma jurídica como tal incide en la interioridad del hombre y en qué medida 
es cabalmente humana. Se trata, en última instancia, del problema de la relación entre 
ley y libertad. 
Desechadas las tesis del positivismo moderno, cuyas bases antropológicas -según 
Larrainzar- descansan sobre la teología luterana, y corregidos los postulados de la feno-
menología existencial, el autor recala en el pensamiento de la antropología cristiano-
católica propuesta por Tomás de Aquino: la condición creatural del hombre connota 
siempre una existencia bajo la ley por razón de su dependencia ontológica respecto del 
Creador y Autor de la naturaleza y, en consecuencia, no existe libertad humana que no 
esté definida por alguna norma. 
Una vez afirmada la posibilidad de un concepto real de Derecho canónico sobre la 
base de una antropología que no haga incompatible la experiencia jurídica con la 
religiosa, Larrainzar se propone acotar el campo de observación al que se debe 
referir unívocamente el adjetivo canónico como jurídico. Ese es el propósito del 
capítulo tercero, la noción de Derecho canónico, que constituye el núcleo del entero 
trabajo. 
Al estudio analítico sobre la naturaleza del Derecho canónico precede una conside-
ración de la realidad objeto de reflexión -el ius canonicum- para precisar la extensión 
del concepto desde diversos puntos de vista. Por una parte, señala su nítida distinción 
del Derecho eclesiástico, por tratarse éste de un Derecho no religioso; considera tam-
bién el posible carácter canónico de regÚDenes jurídicos no católicos (si reúnen los 
requisitos del concepto formal de ius canonicum), con referencia particular al que 
puede derivar de la experiencia religiosa natural; y, por último, hace un recorrido a lo 
largo de las definiciones del Derecho canónico mas comúnmente utilizadas, partiendo 
de las propuestas por la doctrina clásica y señalando después las que ofrecen la escuela 
exegética, la canonística italiana moderna, la que elabora Javier Hervada y, por último, 
la formulada por Klaus Morsdorf. Atribuye un particular mérito a esta última por 
estimar -a su juicio- que muestra como ninguna otra la intimidad entre el dato jurídico 
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y la mistérica realidad eclesial. La definición m/irsdorfiana introduce la segunda parte 
del capítulo tercero, en la que Carlos Larrainzar abunda en la realidad teológica de lo 
canónico. 
En el núcleo de la argumentación se encuentra la tesis, tantas veces repetida por 
detenninados sectores de la canonística contemporánea, de la juridicidad analógica del 
Derecho de la Iglesia. En este sentido, la posición de Larrainzar es paradigmática: «La 
juridicidad canónica únicamente puede ser estudiada desde la contemplación de la total-
realidad del misterio eclesial; la noción de juridicidad se predicará entonces analógica-
mente respecto de lo secular y de lo canónico porque en esta última dimensión dicha 
noción posee realmente un valor significante de lo sobrenatural y mistérico, un valor 
sacramental en cierto sentido» (p. 194). 
La continuación del discurso de Carlos Larrainzar sobre la definición esencial del 
Derecho canónico se orienta hacia el alumbramiento de un concepto de la disciplina 
que muestre su intrínseca naturaleza y en su sede propia, esto es, sobre la total y glo-
bal contemplación del Mysterium Ecclesiae, de forma que se devuelva al Derecho 
canónico su más precisa identidad teológica. 
Se comprende bien que, en este contexto doctrinal, el autor no sintonice con las 
tesis de la moderna canonística italiana, que apuntan hacia una construcción sistemá-
tica de la ciencia del Derecho canónico a partir de la noción de ordenamiento jurídico. 
A pesar del mérito que reconoce a la reorientación doctrinal de tal corriente llevada a 
cabo por Javier Hervada -que corrige los presupuestos positivistas ínsitos en la noción 
técnica de ordenamiento, tal como era interpretada, y ofrece una más sólida funda-
mentación eclesiológica al ius canonicum- no comparte tampoco las posiciones de 
este autor. 
En el núcleo del desacuerdo se encuentra la opinión de Larrainzar según la cual 
existiría una diversa noción real de justicia, que fundamentaría diversamente la 
juridicidad canónica y civil. En el Mysterium Ecclesiae la regla o medida de lajusticia 
no sería un iustum naturale sino el derivado inmediatamente de la ley evangélica de la 
gracia, «donde el criterio natural de justicia está ontológicamente corregido por la 
realidad de la misericordia divina» (p. 217). Javier Hervada, por su parte, estima que de 
la ley evangélica de la gracia deriva también una ley de las obras y, por lo tanto, un 
debitum de justicia natural. La Lex gratiae, por lo tanto, no impide la ley de natu-
raleza jurídica, antes bien, la ratifica, aunque esa ley -la ley de las obras, la de la justi-
cia legal- no sea la primaria. Esta conclusión se obtiene a partir de la situación de 
historicidad del hombre in hoc saeculo y el consiguiente carácter externo de la Iglesia: 
el Pueblo de Dios no es solamente unas realidad interior, sino un cuerpo social que 
implica relaciones humanas externas. Dada tal constitución, aparece la posibilidad de 
lesionar al otro en lo suyo externo, en sus bienes y en su posición dentro de la 
Iglesia; por lo tanto, en la concepción hervadiana, aparece la necesidad de dar a cada 
uno lo suyo y con ella la virtud de la justicia. 
La reflexión sobre la naturaleza del Derecho canónico condiciona el problema del 
método de su investigación, que viene a ser una derivación de las conclusiones obte-
nidas sobre la realidad objeto de estudio. 
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La alternativa metodológica surge de la diversa consideración de lo canónico como 
ciencia teológica o como ciencia jurídica. En el primer caso, la investigación en Dere-
cho canónico se encontraría religada a la reflexión teológica, por tratarse de un Dere-
cho original orientado a la consecución de la salus animarum y a la realización de la 
communio eclesial; los partidarios de la segunda opción reclaman una diversa meto-
dología -jurídica, en este caso-, porque ambas actividades científicas -canónica y 
teológica-, aun versando sobre idéntico objeto, suponen perspectivas fonnales de co-
nocimiento diversas. Carlos Larrainzar sigue muy de cerca -también en esta cuestión-
el pensamiento del maestro de Munich. Estima que la ciencia canónica es una parte de 
la Sacra Theologia y su método jurídico -su teleología hacia la acción- servirá para la 
específica distinción entre las diversas ramas teológicas. 
Las breves páginas finales -en el capítulo quinto- se ocupan de las cuestiones que 
suscita la enseñanza del Derecho canónico. El autor argumenta brillantemente en favor 
del valor docente de esta disciplina -malograda en la Universidad española a partir de la 
última refonna del plan de estudios de la Licenciatura en Derecho- prescindiendo de 
razones de Úldole confesional o apologética. 
Adverú al inicio de estas páginas que mi acercamiento a la obra de Carlos 
Larrainzar seguiría una línea eminentemente descriptiva y a ese criterio he procurado 
atenenne. Al lector corresponde valorar las conclusiones sobre las numerosas y 
controvertidas cuestiones tratadas, nunca apodícticamente propuestas como definitivas 
por parte del autor. En un punto, sin embargo, ha de coincidirse: nos encontramos 
ante una obra dotada de una profunda estructuración lógica y que tras sus páginas 
esconde un meritorio esfuerzo de reflexión. Estimo que Carlos Larrainzar ha logrado el 
objetivo -apuntado en la presentación de su trabajo- de escribir un libro para pensar 
sobre las cuestiones básicas del Derecho canónico. 
JORGE DE OfADUY 
J.-P. SCHOUPPE, Le Droit Canonique, E. Story-Scientia, Bruxelles 1991, 239 págs. 
Esta obra de Schouppe, Profesor en el Centro Académico Romano de la Santa 
Cruz y de la Universidad de París, presenta dos partes bien diferenciadas. La primera es 
la «Parte General», y la segunda trata del «Derecho Matrimonial». Puede ser un 
instrumento valioso de consulta en orden a una iniciación en estos elementos del 
Derecho de la Iglesia 
En la «Parte General» ofrece una visión realista del derecho (que trata de regular lo 
que es debido en justicia), inspirándose en el iusnaturalismo cristiano. A este 
propósito, presta atención al «derecho natural», parte integrante del Derecho, que es el 
fundamento del «derecho positivo»: si éste no está en sintonía con lo que prescribe 
aquél, no es «derecho verdadero», sino mera apariencia de «derecho» (cfr. p. 22). 
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También señala algunos planteamientos desorientados, así como ciertas amenazas que 
peIjudican en la actualidad la recta concepción del «derecho natural». No obstante, 
suscribe el autor, los «derechos humanos» hallan su raíz y fundamento último no en 
el reconocimiento del Estado, sino en la naturaleza y dignidad de la persona humana 
(cfr. p. 23). También presta atención a la «ley natural». 
El Cap. 11 considera el «Derecho Canónico», a partir de diversas tendencias: es-
cuela del derecho público eclesiástico, escuela dogmática italiana, tendencia a la teolo-
gización del derecho y el planteamiento lombardiano. Luego estudia los presupuestos 
y caracteres generales que configuran al Derecho Canónico y sus elementos consti-
tutivos, llegando a señalar: «le fondement du deoit canonique se trouve bien daos les 
sacrements, daos ces 'res iustae' qui font surgir les principales relations de justice et 
structures ecclésiales» (p. 75). 
En el Cap. III realiza un estudio somero sobre la formación de la ciencia canónica 
a través de la historia, hasta llegar al Código de 1983, que analiza en diversos 
apartados, en atención a los «libros» que lo integran. 
A continuación, inicia la segunda parte, centrada en el «Derecho Matrimonial». 
Entre otros aspectos, destaca el carácter del matrimonio como realidad natural y su 
carácter sacramental (en cuanto realidad elevada al orden de la gracia). Luego analiza 
sus fines, propiedades, bienes ... 
El Cap. V trata de los impedimentos. El Cap. VI del consentimiento: elementos 
que lo integran, incapacidades consensuales, falta de consentimiento, vicios del 
consentimiento. Por último, el Cap. VIII trata de los procesos matrimoniales. 
PEDROJESÚSLASANTA 
Franz KALDE, Die Paarformel «fides-mores». Eine sprachwissenschaft/iche und 
entwicklungsgeschichtliche Untersuchung aus kanonistischer Sicht, Disserta-
tionem: Kanonistische Reihe, Band 5, ISBN 3-88096-575-7, EOS Verlag 
Erzabtei Sto Otilien, 1991. 
La obra consta de I-LV y 113 págs. Está elaborada con una sistemática clara, a 
pesar de que no se divide en capítulos sino en apartados (onlenados por letras) y 
parágrafos (ordenados por números). 
El primer apartado contiene una presentación de lo que el Autor se propone realizar 
con esta obra y la posición metodológica del trabajo: la relación entre la ciencia 
jurídica y la ciencia del lenguaje en la canonística. 
A partir de la pág. 7 y hasta la pág. 48 (segundo apartado), se realiza un detallado 
análisis del par formal fides-mores desde distintos puntos de vista: estructural, 
semántico y, de modo más detallado, de su función como atributo. Se analizan los 
sustantivos atribuidos (res, IIUlteria, doctrina, integritas et unitas, doctores et iudices, 
libri, scriptae y disciplinae). Por último (págs. 37-48), se analizan las variantes: 
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- los supuestos en los que el par formal aparece sustituido por una sola voz (fuJes 
o doctrina) que integra ambos conceptos; 
- los supuestos en los que hay una ampliación atributiva; 
- los supuestos en los que ambos elementos aparecen separados; 
- los supuestos en los que se produce una sustitución -o bien del términofide, o 
bien del término mores o, por último, de ambos elementos- manteniendo el carácter 
fonnal; 
- la expresión negativa y 
- jides-mores en las expresiones en que interviene además otra voz. 
El Autor concluye en la pág. 48 que el par formalfides-lIwres contiene elementos 
estables (número y orden) y elementos variables. Con relación a las conjunciones 
utilizadas, el Autor estima que se orientan a su correspondencia lógica. Por lo que 
respecta a la relación semántica de ambos elementos, hay que considerar el contexto; 
en contra de la atribución a estas voces de un signiticado idiomático debe destacarse el 
dato de que el par formal es total y parcialmente sustituible. 
En la mayoría de las ocasiones se encuentra el par formal como atributo para 
calificar -esto es, limitar- el significado de los sustantivos que le preceden. Tales 
sustantivos son principalmente: res, doctrina e integritas. 
El desarrollo de la evolución histórica de «fe y costumbres» (tercer apartado), se 
centra en la Edad Media (págs. 55-63), el Concilio de Trento (págs. 64-66) y lo 
Concilios Vaticano I (pág. 67) Y II (págs. 68-71), para terminar con una referencia al 
Código de 1917 (págs. 72-74), al posterior del 83 (págs. 74-84) y al schema CICO de 
1986 (págs. 84-89). Por último, se incluye un parágrafo sobre el par formal Glaube 
und Sitte(n) (págs. 95-109). 
Las págs. 89-94 están ocupadas por un excurso sobre el área de competencia de la 
Sagrada Congregación para la Doctrina de la Fe, en el que se centrará mi comentario. 
En este apartado el Autor parte de la distinción entre aquellas materias que a dicha 
Congregación competen por atribución expresa de un documento pontificio y aquellas 
otras que detenta como consecuencia de actos de potestad llevados a cabo autóno-
mamente. La competencia de dicha Congregación se reduce, en los documentos 
pontificios, a tutelar la doctrina en materia de fe y costumbres, pero no a promoverla; 
el Autor funda este aserto en las fuentes normativas correspondientes, de donde deduce 
que la Sagrada Congregación debe exclusivamente tutelar la fe y las costumbres en el 
estado en que las ha recibido, pero no introducir ai'iadidos ni ampliar la doctrina de la 
que es depositaria y concluye que la última actividad de la Sagrada Congregación puede 
interpretarse como promover y, en consecuencia, como una protección de la doctrina 
en materia de fe y costumbres preventiva y ofensiva, en contraste con la defensiva de 
tutela que tiene encomendada. Se refiere el autor, en concreto, a la Instructio de 
quibusdam rationibus «The%giae Liberationis» (pág. 91, nota 195). 
A mi modo de ver, la distinción de la que parte el autor tiene, en efecto, una 
importancia vital, ya que -como resulta conocido- las Congregaciones romanas tienen 
competencias ejecutivas y no competencia legislativa para la Iglesia universal, a 
menos que hayan recibido la oportuna delegación legislativa del Romano Pontífice. Es 
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decir, en virtud de dicha distinción cabe preguntarse si estrunos ante un acto emanado 
de la potestad legislativa o de la potestad meramente ejecutiva. La respuesta que se dé 
a esta cuestión es decisiva, ya que de ella dependerá el que dicha Instrucción tenga 
eficacia para derogar cualquier disposición anterior que se oponga a lo dispuesto en ella 
o no (en la medida en que contenga prescripciones disciplinares). Ahora bien, el Autor 
no discurre en su argumentación por esta línea, ni trunpoco aplicando la investigación 
realizada hasta ese momento en la obra sobre el significado de «fe y costumbres», sino 
por la de la mencionada distinción entre «promover» y «tutelar». 
Convengo con el Autor de la obra en que la Sagrada Congregación para la Doctrina 
de la Fe es sólo depositaria de la misma. Pero esta limitación no sólo se aplica a este 
órgano de la Curia Romana, sino al mismo Romano Pontífice. Habiéndose terminado 
la Revelación con la muerte del último apóstol, desde entonces está excluida toda 
posibilidad de aumentar tal depósito. Es decir, no se entiende de qué modo -o al 
menos, el Autor no lo demuestra en su investigación; resulta significativo el hecho de 
que en seis páginas escasas sostenga que la Sagrada Congregación se extralimita en 
sus funciones, en una obra de 113 en total, de las cuales 48 se centran en el análisis 
lingüístico del par fides-mores y sólo 9 en el CIC de 1983- la distinción entre tutelar 
y promover suponga que el citado documento de dicha Congregación sea una extra-
limitación de sus competencias. 
Por último, el Autor, en lo que podríamos llamar una vista panorámica de su obra. 
señala que la necesidad de delimitar el significado de los términos «fe y costumbres» 
es tanto más acucian te cuanto que la Iglesia tiene confiado el deber de exponer su 
doctrina en estas materias, y, aún así, no resulta fácil determinar ni el área objetiva 
a la que se extiende, ni la instancia competente en dicha materia Las áreas que mere-
cen mayor atención son: la competencia de la Sagrada Congregación para la Doclrina 
de la Fe; los catecismos, como compendios de la doctrina de la fe y las costumbres. 
las obras impresas y otros medios de comunicación, los conceptos fe y COSbJDlbres 
como elementos de la profesión de fe y el empleo de esta fórmula en COIltIalOs de 
trabajo. 
La valoración conjunta de esta monografía puede resumirse diciendo que la in-
vestigación relativa a la evolución lingüística está realizada con IOdo detaBe J' rigor. 
alabanza que no cabe extender, a mi juicio, a la aplicación concreta que el AlIDIiDI lD:aIre 
del laborioso trabajo que aporta. No se realiza -como cabría e5pec!1f de Da ~ 
metodológica fijada al comienzo- una aplicación rigurosa de los daIos ilm,~ Se 
salta a otras cuestiones de indudable interés e importancia" pero qUJJe 11m SOJllI CClI)lIt-
clusiones lógicas del planteamiento general de la obra y que -allllllímP * rqpme ~ 
opiniones sean compartidas o no por el lector- no apareceD ~ lfimDIr. 
damentadas. Por lo que se refiere a los aspectos formales" es IIIIII.lfDbrJlIllllilJ' aidbrib 
Tanto las fuentes como el aparato crítico doctrinal aparereD tillla'b lOi!Im mm aoiiI!ii.B. 
encomiable. 
M.DñA.J .. 1ROC'A 
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DERECHO ECLESIÁSTICO DEL ESTADO 
José M" V ÁZQUEZ GARCÍA -PEÑUELA, Leyes autonómicas de Servicios Sociales. Su 
repercusión sobre las entidades eclesiásticas. EUNSA, Pamplona (1991),288 
págs. y un Anexo, con cuadros estadísticos, de 41 págs. 
1. Nos encontramos ante una obrajuódica de vital interés. El tema del trabajo rea-
lizado por su A. es bien nuevo, el de las Leyes autonómicas de Servicios sociales. La 
primera de estas leyes fue la del País Vasco y Ueva fecha de 20 de mayo de 1982. La 
última considerada es la de la Comunidad Valenciana y Ueva fecha de 5 de mayo de 
1989. Entre una y otra fecha, fueron publicadas, en los respectivos Boletines Oficiales 
de las restantes Comunidades Autónomas, sus propias Leyes de servicios sociales, con 
variantes escasas en su denominación; sólo dos Comunidades, La Rioja y Cantabria, 
no habían emitido, a la hora de culminarse el presente libro (cfr. pp. 179-80), leyes 
sobre esta materia, que se presenta como campo normativo propio para cada Comu-
nidad, una vez que estas recibieron las oportunas transferencias. 
Nos hallamos, pues, ante una tarea legislativa nueva en España, que el A. entra a 
estudiar, no para hacer un análisis y exposición puntual de los contenidos de cada una 
de estas leyes, como si se tratara de un estudio sólo de legislación positiva, sino fun-
damentalmente para descifrar las líneas inspiradoras comunes y diferenciadoras que esas 
leyes varias muestran; para ilustrar también de las tinalidades que persiguen en el mar-
co de la Constituéión española de 1978; para contrastar el signiticado del nuevo térmi-
no acuñado, el de Servicios Sociales, frente a viejos conceptos antes utilizados y que 
fueron objetos también en su tiempo de la atención normativa del Estado, cual ocurre 
con los de Beneficencia y Asistencia Social; y, por último, lo que estimamos de espe-
cial valor, para contrastar los efectos que socialmente derivan de esta legislación concu-
rrente de las Comunidades Autónomas con la realidad social en que se implantan. 
2. Desde este último punto de vista, el trabajo realizado por el prof. Vázquez 
García-Peñuela no deja de ser cótico. Al verificar dicho contraste se advierte que tal le-
gislación recae sobre una realidad social a la que, en términos generales, parece con-
templarse sobre todo desde la etérea mirada de las intenciones legislativas, como si la 
acción de esos servicios sociales, concebidos por la mente del legislador, hubiera en el 
futuro de desplegar los efectos programados sobre una superficie humana que se le 
ofreciera quam tabula rasa; y no, como realmente sucede tantas veces, sobre terreno en 
el que se desarrollan de modo efectivo muchas realidades de servicios sociales, proce-
dentes de iniciativas de diverso orden y especialmente de organizaciones de caridad y 
asistencia de la Iglesia Católica, extendidas por todo el territorio español y con una 
larga tradicióp de tarea desinteresada, granada desde hace tiempo en frutos benéficos de 
gran valor. 
Esa presunta ignorancia de la realidad social de que adolecen -a nuestro parecer-los 
legisladores de las Comunidades Autónomas, al chocar con las realidades de los servi-
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cios humanitarios que la Iglesia viene realizando, conduce a que se haya de calificar, 
gracias a la última parte del libro, un trabajo que hubiera podido quedar encajado en la 
rama social del Derecho del Estado, en la que hoy designamos como Derecho eclesiás-
tico. Y así se explica el subtítulo con que la obra es denominada: «Su repercusión so-
bre las entidades eclesiásticas». Como uunbién se constata en esta obra la existencia 
de otras entidades, de iniciativa social de origen no eclesiástico, a las que, igualmente, 
las Leyes autonómicas no debieron ignorar en sus respectivos textos articulados. Nada 
puede presentarse, al estudioso del Derecho, más carente de coherencia que cuando se 
observan unas leyes, que parecen concebidas y dirigidas para vivificar un desierto, des-
cubrir en ellas que se vierten sobre un horizonte ya poblado, y que en todo caso si de 
algo necesita es de una colaboración complementaria, de unos alientos morales, de 
unas ayudas económicas en forma de subvenciones bien meditadas, de un promocionar 
nuevas instituciones que suplan las lagunas que se advierten en los instrumentos de 
servicios ya existentes en la sociedad. 
La observación que acabamos de hacer pensamos que merece ser meditada por quie-
nes tienen la grave responsabilidad de proporcionar medios jurídicos, y económicos sub-
siguientes como en estos casos, necesarios para la sociedad, especialmente en atención 
a las carencias que sufren personas y grupos humanos a los que se trata de servir 
ofreciéndoles los convenientes remedios a fin de implantar un sistema de justicia 
social más efectivo. No es el camino sincrónico de mero mimetismo legislativo, em-
prendido por los diversos Parlamentos de las Comunidades Autónomas, el que ofrecerá 
solución a las necesidades sociales que se intenta remediar, sino el de la adaptación de 
cada ley a las reales circunstancias de cada Comunidad, proporcionando a los destinata-
rios de estas leyes la solución en justicia requerida, de manera que se haga eficaz desde 
el Poder público la lucha porque se alcance para todos, y especialmente para los que 
sufren las plagas de pobreza, soledad y enfermedades, que dañan el tejido social, el 
bienestar y la seguridad de futuro que la intención del legislador, indudablemente, 
perseguía. 
3. La obra que aquí consideramos es propicia a múltiples sugerencias, pero hemos 
de moderar nuestros deseos críticos para que también quien hace la reseña se atenga a 
la realidad de la que da noticia: de un libro, como hemos dicho, de vital interés, en 
cuya Introducción (pp. 13-18) se dan noticias de las novedades que en esta materia 
aporta la Constitución española de 1978 a nuestro ordenamiento jurídico. En esta ex-
posición surgen ya las primeras críticas del A. a una acción legislativa en la que, en 
vez de preocupación por el fomento de las entidades de iniciativa social, se nota, en 
cambio, un cierto afán «por su control» (cfr. p. 16). 
El Capítulo I (pp. 19-49) nos ofrece un sucinto relato histórico de los diversos 
momentos en que se presenta la tarea benética, siendo de destacar el incremento fortí-
simo que recibió gracias a la acción de las Ordenes religiosas aparecidas durante la 
Edad Media (cfr. p. 23) así como el nuevo enfoque humanista que recibe a partir del 
Renacimiento (cfr. pp. 25-28). A continuación, se va destacando la importancia que en 
este campo tuvieron las leyes desamortizadoras; las incidencias originadas por una le-
gislación secularizan te sobre beneficencia, todavía vigente en parte, los controles de la 
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Administración Pública, la influencia procedente de la legislación de la Segunda Repú-
blica, para tenninar considerando las modalidades últimas que esta labor del Estado re-
cibe en la época del General Franco especialmente por medio de un sistema creado ex 
novo, fuertemente ligado al aparato político del llamado «Movimiento Nacional», a 
través de la creación y desarrollo de la «Obra Nacional de Auxilio Social». 
En el Capítulo 1I (pp. 51-78) enfrenta tres conceptos que irá analizando y seña-
lando sus características peculiares, diferenciadoras: 1) el de Beneficencia, que se pre-
senta como una acción caritativa o filantrópica organizada, de manera que no lo es la 
obra filantrópica no organizada: el beneficiario no tiene derecho, pero sí interés legí-
timo (cfr. p. 55) y, por ello, recibe «una crítica feroz por las leyes autonómicas» en 
sus propias Exposiciones de motivos (cfr. p. 57); 2) el de Asistencia social, caracteri-
zada por la gratuidad y generar un derecho subjetivo (efr. p. 62), cuya asistencia que-
dará, con especiales características, integrada en la Seguridad Social (cfr. p. 66); y 3) el 
de los Servicios sociales, cuyos ténninos pueden ser entendidos según diversas acep-
ciones: en la que señala como segunda de ellas quedaba incluido el Instituto Nacional 
de Asistencia Social, que desaparece por un Real Decreto de 1985, y sus funciones no 
transferidas a las Comunidades Autónomas serán asumidas por el Instituto Nacional de 
Servicios Sociales (INSERSO), cuya naturaleza y atribuciones vinieron determinadas 
por un Real Decreto de 1979; por último, la tercera acepción implica una visión más 
amplia de estos servicios y estima el A. hallarse inspirada en diversos textos interna-
cionales, entre los que destaca la Declaración Universal de los Derechos humanos de 
las Naciones Unidas, y especialmente la denominada Carta Social Europea: viene a en-
tenderse por serv~cios sociales «el conjunto de medios, ayudas o prestaciones que tie-
nen como finalidad conseguir la integración social de todas las personas y grupos re-
moviendo los obstáculos que impiden su desarrollo personal o su integración» (cfr. 
pp. 66-78). 
4. La suma de la legislación autonómica de los servicios sociales es objeto de 
estudio en el Capítulo III (pp. 79-136). Comienza a considerar las competencias en las 
que observa el A. unas coincidencias notables, y al analizarlas, según el encaje que les 
proporciona el art. 148 de la Constitución, concluye que hay en estas leyes «como un 
intento de llegar, indirectamente, al tope autonómico» (efr. p. 91), al mismo tiempo 
que observa que también, en ese intento legislativo común, el deseo de superar el 
viejo instituto de la Beneficencia, de tal modo que «la estructura y análisis de estos 
textos legales puede dar en ocasiones la impresión de un optimismo poco acorde con 
la realidad social de nuestro paíS» (efr. p. 94, nota 35); apunta el problema de la desi-
gualdad de las pensiones según las comunidades autónomas (efr. p. 101); y señala que 
se presentan como dos modos de darse los servicios sociales, uno· que gira más bien 
«en tomo al concepto de bienestar social», y otro referido a la «marginaciófi», que son 
conceptos sociológicos y no jurídicos, sobre los que convergen, en cuanto objetivos 
que han de resolver estas leyes autonómicas, en las que se revela siempre la naturaleza 
«prestacional» del servicio, los instrumentos que proporcionan a los ciudadanos bienes 
diversos en fonna de «prestaciones, actuaciones, recursos, funciones o acciones, apar-
te, claro está, de servicios» (cfr. pp. 102-106). 
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A continuación enumerará las «notas caracterizadoras» de estas leyes autonómicas 
en las que el A. encuentra grandes coincidencias y descubre como un deseo compartido 
«de alejarse de la graciabilidad inherente a los planteamientos benéficos», lo que no es 
óbice para que se produzcan ciertas distinciones jurídicas en los destinatarios de los 
servicios, que si son españoles, se les reconoce un derecho respecto a ellos, mientras a 
los que no lo son se les llama sólo beneficiarios, si bien el término del que se suelen 
servir los textos legislativos es más bien el de «usuario» y no «beneficiario» (cfr. pp. 
106-111). 
El A. se detiene en analizar las posibles contraprestaciones que en ocasiones pue-
dan exigirse por la utilización de estos servicios, por lo que indica la nota caracterís-
tica en ellos de «gratuidad 'parcial y tendencial' de los servicios sociales» (cfr. pp. 111-
115). Seguidamente expone lo que se refiere a las clases de servicios sociales que se 
trata de regular (cfr. pp. 115-118), para terminar el Capítulo con una exposición de los 
principios inspiradores de las leyes autonómicas (efr. pp. 118-136), deteniéndose en 
exponer las concordancias que se advierten en ellas, así como las diferencias y diversos 
modos de participar en esos principios las distintas Comunidades, de lo que se ofrece 
un gráfico muy expresivo en la p. 120. Si el principio de responsabilidad pública es 
asumido por todas las leyes y en los mismos términos, excepto la de Castilla-León, 
que de esto no hace mención, sin embargo el A. echa en falta «el establecimiento de 
un sistema de recursos garantizadores de este derecho» (efr. p. 123). 
5. Con mayor o menor entusiasmo, estas leyes, dentro del sistema que pretenden 
implantar, regulan la participación de otras entidades, cuya naturaleza no es pública, 
sino que unas veces se las designan como de iniciativa privada, y otras de iniciativa 
social. El A. prefiere hacer uso de estos últimos términos, y al engarce de estas enti-
dades en el nuevo sistema legal dedica todo el Capítulo IV (pp. 137-165). Por consi-
guiente, el sistema proporcionado por las leyes autonómicas de servicios sociales «no 
es un sistema excluyente» (efr. p. 137), pero en este sentido es preferible el que se ar-
bitra por la Ley de Castilla y León, que en su art. 26, n° 5° autoriza que las entidades 
privadas, aunque no se integren en el sistema público de acción social, pueden sin 
embargo ser subvencionadas (efr. p. 138, nota 375). 
Precisamente otros sistemas de mayor tradición en cuanto a oficialidad en la presta-
ción de estos servicios, a los que dedica grandes sumas, como ha ocunido hasta ahora en 
la llamada República Federal Alemana, han preferido optar por un sistema de subsidia-
riedad del Estado respecto a la iniciativa social (efr. p. 139). También el arto 14 de la 
Carta Social Europea alienta a la participación de los individuos y de las organizacio-
nes benéficas en la tarea de crear y mantener este tipo de servicios, por lo que el A. 
interpreta que no sólo las entidades no lucrativas, sino las que tienen ánimo de lucro 
deban acceder a proporcionar estos servicios, sin perjuicio de que se sometan todas a 
unos controles y requisitos del Estado, que deben ser mínimos para no entorpecer esta 
acción de iniciativa social (efr. pp. 140-141). Cuando el A. fija su atención en la 
importancia de los Centros de iniciativa social destaca que en Cataluña estas entidades 
atienden el 85% de los servicios prestados en dicha Comunidad Autónoma (cfr. pp. 
141-145). 
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En adelante, dentro del presente Capítulo, una vez que presta su atención a los di-
versos Centros, sean de iniciativa privada, social o mercantil (cfr. 145-147), pasa a 
exponer las condiciones legales para la participación de los Centros de iniciativa social 
en la prestación de los servicios sociales, en cuya exposición no faltan ciertas posturas 
críticas del A., porque tales condicionamientos pueden mostrar, «con mayor claridad 
que en otros pasajes de los textos legales, la existencia de los planteamientos ideoló-
gicos subyacentes en esa elaboración», de tal manera que si en otros pasajes de estas 
leyes es la uniformidad la tónica general de ellas, en este tema de las condiciones que 
se exigen a esas entidades, y los efectos que de ello se derivan, la regulación que con-
tienen las diversas leyes presentan «bastantes diferencias entre sí» (cfr. pp. 148-149). 
A las exigencias de registración yal significado que pueda tener la necesidad de ins-
cripción en el Registro de Centros y entidades de servicios sociales, al sometimiento 
de sus actividades a la planificación y control de las Administraciones regionales, y a 
la exigencia del funcionamiento y composición democrática de los órganos de go-
bierno de estas entidades -un tanto contradictorio de imponer en este extremo, a las que 
son fundaciones, y abusivas en todo caso cuando se trata de asociaciones, reconocidas 
con una gran amplitud, a estos efectos de creación y funcionamiento, por la Cons-
titución española-, dedica el A. las últimas páginas del Capítulo. 
6. El V y último de los Capítulos del libro (pp. 167-218) tiene por objeto la 
consideración de las entidades eclesiásticas que realizan una tarea de asistencia social en 
España y la atención que a estos servicios prestan las leyes autonómicas. De los 
quince texto legales tenidos en cuenta, señala el A. que sólamente en uno de ellos 
-precisamente en una Disposición Adicional de Andalucía- se contiene un precepto re-
ferente a las instituciones de la Iglesia, mientras en otra Ley -la de Castilla y Le6n- se 
hace mención de una sola de estas instituciones, la Caritas (cfr. pp. 192-196). El A. 
comienza el Capítulo destacandó la importancia de la labor de las entidades de la 
Iglesia como prestadoras de servicios sociales, sirviéndose de los datos del año 1989 
que le ofrece la Oficina de Estadística y Sociología de la Iglesia (OESI), dependiente de 
la Conferencia Episcopal Española (cfr. pp. 167-171) Y el Anexo que al libro se 
suma). Un tema en que el A. pone el énfasis, en contraste con otras opiniones, es el 
de la fmalidad religiosa de los entes benéficos y asistenciales de la Iglesia, para lo que 
se apoya, no sólo en razones de doctrina eclesial, sino también en los arts. I y V del 
Acuerdo Jurídico entre la Santa Sede y el Estado Español, así como argumentos de 
puro derecho interno español cual es el arto 6, 2 de la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa (cfr. pp. 171-183). 
Independientemente de la acogida que un ordenamiento jurídico estatal pueda hacer 
de la finalidad religiosa de las obras de asistencia de la Iglesia, el servicio de la caridad 
es parte integrante de la misión de la Iglesia desde los tiempos apostólicos y un com-
promiso para ella irrenunciable. Como el propio A. sostiene, «para el cristiano, vivir 
la caridad no se disocia del rendimiento a Dios del culto debido» (cfr. p. 176, nota 
477). y este servicio de la caridad que la Iglesia presta no sólo se realiza en las múlti-
ples actividades que cOflstan en esos datos estadísticos que el libro recoge, sino que es 
también misión personal tanto del cristiano, individualmente considerado, como de la 
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Iglesia institucional, que se servirá para ello de las múltiples iniciativas que en su 
propio seno se generan. Por ello, cuando nos enfrentamos al tema de especificar cuales 
son los entes eclesiásticos que prestan servicios sociales (cfr. pp. 184-199), adverti-
mos de inmediato que este tipo de servicios puede darse tanto desde las circunscripcio-
nes territoriales, en las que se viene entendiendo tradicionalmente que actua la Iglesia 
jerárquica, como desde múltiples iniciativas de tipo asociativo o fundacionales desde 
las que se realizan esas labores desinteresadas de generosidad cristiana que redundan en 
bien de los ciudadanos, sea como principal o única finalidad del ente eclesiástico sea 
como una fmalidad más, sumada a otras finalidades religiosas de dichas entidades de la 
Iglesia. Esto no lo puede ignorar un Estado social y democrático, como el actualmente 
existente en España. Con razón el A. incluye toda esta tarea en el deber de cooperación 
que consagra el arto 16, 3 de la Constitución española (c fr. pp. 199-205), Y aquí re-
side, a mi entender, la posible tacha de inconstitucionalidad que no dejan de amenazar a 
estas leyes autonómicas mientras no se rectifiquen esos preceptos suyos de corte tan 
monopolizan tes y exclusivistas. 
El deber constitucional de cooperación ha sido, además, expresamente acogido en 
el arto V, n. 2 del Acuerdo Jurídico para que, por el mutuo entendimiento entre Iglesia 
y Estado, se establezcan las bases para una adecuada cooperación. No cabe decir que 
este precepto pueda reducirse a una manifestación de buenas intenciones, ya que el de-
ber de cooperar procede de la Constitución, cuya fuerza de obligar a su observancia se 
hace presente, como fuente que genera responsabilidades de obrar en consecuencia, 
aunque la norma jurídica concreta, que ofrece el cauce, pare~ca, por los términos utili-
zados <<pOdrán de común acuerdo», tener carácter dispositivo. Sobre el deber de coope-
ración sigue el A. insistiendo en su análisis de todo el art. V del citado Acuerdo J 00-
dico y de las consecuencias que derivan del art. 6 de la Ley Orgánica de Libertad reli-
giosa: son páginas muy clarividentes, en las que se contrastan las indicadas normas 
legislativas con las de las Comunidades Autónomas, vistos los problemas que se sus-
citan desde el acertado enfoque de una jerarquía de fuentes normativas en el ordena-
miento espafiol (cfr. pp. 205-216). 
No deja de ser advertida por el A. una cierta contradicción que, para resolverla, 
intenta superar, y desde el dictado de las leyes existentes se eleva a una propuesta de 
iure condendo, que se alcanzaría mediante lo que califica y designa como conveniente 
«regulación pactuaria» (cfr. pp. 217-218). El último término, bien discutible, al pro-
pio A. no deja de sonarle extraño, y por ello intenta explicar su utilización (cfr. p. 
217, nota 572). 
7. Con un último apartado de Conclusiones (cfr. pp. 219-226) se corona una obra 
que, si en ella se encuentra quintaesenciada toda la exposición, análisis legislativo y 
crítica que el A. hace, respecto a esta legislación de nuevo cuño de las Comunidades 
Autónomas, no excluye sino, al contrario, incita a leer el libro, que por la novedad de 
las leyes estudiadas, pensarnos que será en el futuro punto de partida para nuevos 
estudios sobre el tema y cita obligada para los autores que en él se introduzcan. 
Las cuestiones aquí planteadas son vitales para la plena coherencia del sistemajurí-
dieo espafiol, y su estudio por el A., al abrir surco en un campo de tan reciente puesta 
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en cultivo, servirá también de orientación para los legisladores autonómicos cuando 
inicien en ese nuevo campo rutas jurídicas aun no experimentadas o cuando intenten 
proponer nuevas roturaciones normativas complementarias o perfeccionadoras de las 
existentes. Por ello, aparte de la claridad y orden expositivo de la obra, el prof. 
Vázquez García-Peñuela, acertado también en sus puntos críticos, merece en cuanto 
autor de la obra reseñada, que se le felicite en la andadura que ahora comienza como 
cultivador que se incorpora al ya prestigioso elenco de los que se dedican al todavía 
joven Derecho Eclesiástico del Estado en España. 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
AA. VV., Las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Estudios en memoria del pro-
fesor Pedro Lombardía, Universidad Complutense de Madrid - Universidad de 
Navarra - Editoriales de Derecho reunidas, Madrid, 1989, 1246 págs. 
Cerca de setenta canonistas y eclesiasticistas se han dado cita en este volumen de 
estudios para rendir homenaje póstumo al recordado y querido Pedro Lombardía. Se 
cuentan entre ellos una veintena de catedráticos espaI10les y una también nutrida repre-
sentación de profesores titulares, los más de ellos estrechamente relacionados en su 
trayectoria académica con el llorado maestro. Un numeroso grupo de amigos y colegas 
italianos, entre quienes su magisterio era particularmente apreciado, ha querido contri-
buir también a honrar la memoria del egregio profesor, así como lo han hecho otros 
dignos representantes de la canonfstica francesa, polaca y americana. 
La convocatoria de esta iniciativa científica fue efectuada por las Universidades de 
Navarra y Complutense de Madrid -representadas respectivamente por Eduardo Molano 
y Alberto de la Hera- y por la prestigiosa editorial jurídica EDERSA, en cuyo nombre 
ha intervenido Antonio Alvarez de Morales. Los tres profesores citados han dirigido 
los trabajos de coordinación y edición de la obra con extraordinario acierto y con tal 
afecto, además, hacia Pedro Lombardía que cuantos hemos tenido oportunidad de ofre-
cer nuestras colaboraciones nos sentimos en la obligación de manifestarles público re-
conocimiento. 
Basta un primer repaso al libro para comprobar que no nos encontramos ante un 
convencional volumen de estudios, compilador de trabajos de tan variado origen como 
imposible relación entre sí. Ese podría haber sido el resultado de una obra dedicada a 
quien cultivó tan amplias parcelas del saber jurídico corno las constituidas por el dere-
cho canónico y el derecho eclesiástico. Con certera intuición, los coordinadores del 
trabajo han buscado un marco general suficientemente amplio para dar acogida a cues-
tiones muy variadas del derecho canónico y del derecho eclesiástico del Estado, pero 
que, a la vez, preste uoidad al c~njunto. De ahí el título general de la obra: Las rela-
ciones entre la Iglesia y el Estado. El volumen relleja -corno se recuerda en las pági-
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nas de presentación- la doble faceta de canonistas y eclesiasticistas que suelen tener los 
cultivadores de estas disciplinas, facetas que reunió también de fonna eminente el pro-
fesor Lombardía a lo largo de su vida científica y docente. 
A pesar del condicionamiento inicial, inherente a la libertad de selección de los 
temas, los coordinadores de la edición han realizado un notable esfuerzo sistematizador 
para agrupar los trabajos en secciones homogéneas y bien trabadas entre sí. Eso es lo 
que refleja, mejor que cualquier comentario, la simple enumeración de sus títulos: 
1. Estudios sobre la obra científica de Pedro Lombardía (con contribuciones de 
Alberto de la Hera, Pio Fedele, Agustín Motilla, Iván C. Ibán y M" José 
Ciáurriz). 
ll. Teoría general del derecho eclesiástico del Estado (José Ma González del Valle 
y Luigi De Luca). 
Ill. Derecho eclesiástico internacional (Silvia Ferrari, Francesco Margiotta Broglio 
y Luis Navarro M.). 
IV. Iglesia y orden temporal (José Luis Gutiérrez, F. Xavier de Ayala, José T. 
Martín de Agar, Carlos Soler, Antonio Alvarez de Morales y Javier Hervada) 
V. Estudios sobre la Constitución y el derecho eclesiástico español (Eduardo 
Molano, Javier Ferrer Ortiz, Robert A. Destro y Gloria Morán, M" Elena 
Olmos, Jorge de Otaduy, Daniel Tirapu Martínez, Alberto Bernárdez Cantón, 
Juan Goti Ordeñana, Mariano López Alarcón, Jerónimo Barrero Arias, Carlos 
Seco Caro y José Antonio Souto Paz). . 
VI. Estudios sobre la Constitución y el derecho eclesiástico italiano (Giuseppe 
Dalla Torre, Giovanni Battista Vernier, Lazzaro Maria De Bernardis y Giusep-
pe Casuscelli). 
VII. Derecho eclesiástico en otros países (Gennain Lesage, Vittorio Parlato y Joa-
quín Martínez Valls). 
VIll. Estudios específicos sobre la enseñanza (Vidal Guitarte Izquierdo, Carmelo de 
Diego-Lora, Rinaldo Bertolino y Raffaele Botta). 
IX. Estudios específicos sobre el matrimonio (Marian Al. Zurowski, Piero Anto-
nio Bonnet, Andrés-Corsino Alvarez Cortina y Federico R. Aznar Gil). 
X. Estudios específicos sobre materia patrimonial (Antonio Martínez Blanco, 
Concepción Presas Barroso, Jean Gaudemet y José Luis Santos Díez). 
XI. Estudios específicos sobre derechos de la persona (Juan Ignacio Arrieta, Gaeta-
no Lo Castro, Manuel López Aranda, Giorgio Feliciani, Rafel Navarro-Valls, 
Javier Martínez-ToITÓn y Miguel Angel Jusdado y Luigi Vannicelli). 
XII. Temas generales de derecho canónico (Salvatore Berlingo y Juan Fornés). 
XIll. La potestad de la Iglesia (José F. Castaño, Julián Herranz, Remigiusz So-
banski y Benito Gangoiti). 
XIV. Estudios de carácter histórico sobre las relaciones entre Iglesia y Estado (Fran-
cisco de Paula Vera Urbano, José Martínez Gijón, Antonio García y Garda, 
Mario Tedeschi, Alberto de la Hera y Pier Giovanni Caron). 
Como cabe deducir de la titulación de estas secciones temáticas, la parte más con-
siderable del volumen se dedica a cuestiones de derecho eclesiástico. A ello inducía, 
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por un lado, la elección del cuadro general de referencia marcado para la obra. Pero es-
timo, además, que buena parte de los discípulos, colegas y amigos de Pedro Lom-
bardía han percibido, con fina sensibilidad, que agradaría al maestro la continuidad de 
la tarea científica a la que preferentemente dedicó su esfuerzo durante los últimos años 
de vida en la tierra. 
Una consideración más detenida del contenido de estos trabajos -y espero que se me 
disculpe la referencia a los específicos de derecho eclesiástico español- permite descu-
brir gratamente aportaciones valiosas, desde posiciones doctrinales dispares. No es éste 
el lugar, evidentemente, para entrar en el juicio pormenorizado de tan variados asun-
tos, pero la lectura de este volumen hace buena la afirmación de que en España el dere-
cho eclesiástico se mueve. Durante una primera etapa, el trabajo principal de la doc-
trina consistió en la exégesis constitucional y en la aproximación al estudio del sis-
tema de fuentes. En la actualidad -como corrobora el sumario de este volumen- el 
ámbito temático está conociendo una notable expansión, sin abandonar el interés por 
las cuestiones fundamentales, a las que se vuelve -a juzgar por el contenido de algunas 
colaboraciones- de forma más reposada y madura. 
Al poner por escrito las sugerencias que suscita un volumen de estudios dedicado a 
un maestro es inevitable la referencia, también, a la persona. Más aún cuando -como 
es el caso- su personalidad humana y científica es objeto de amplio tratamiento en las 
páginas del libro. 
A la presentación inicial sigue el impresionante testimonio de la producción 
científica del profesor Pedro Lombardía, cuidadosamente ordenada: libros, traducciones, 
artículos, voces de enciclopedias y diccionarios, cuestionarios, entrevistas, mesas 
redondas, prólogos y presentaciones, recensiones y reseñas bibliográficas, escritos 
varios sobre temas diversos. A continuación, la serie de estudios sobre su obra, que 
corren a cargo -como ya se ha anotado- de Alberto de la Hera, para glosar la biografía 
científica de Pedro Lombardía; de Pio Fedele, para aludir a su contribución al estudio 
del derecho canónico; y de Agustín Motilla, Iván C. Ibán y Ma José Ciáurriz para tra-
tar sobre algunos aspectos del pensamiento de Pedro Lombardía en materia de derecho 
eclesiástico. 
Ya advertí que no es éste el lugar para el comentario detenido de los diversos traba-
jos. No me resisto, sin embargo, a hacer dos excepciones. La primera, para destacar la 
colaboración de Alberto de la Hera: Pedro Lombardía (1930-1986): Notas para su bio-
grafía científica. El profesor de la Hera hace gala de un conocimiento profundo del 
mundo universitario español de los siglos XIX y XX y acierta a encuadrar, en ese am-
plio contexto, la figura de Pedro Lombardía. Todo ello, dicho con brillantez singular y 
sincerísimo afecto hacia el recordado amigo. 
La otra referencia particular -y sin que ello suponga desmerecer otros excelentes 
estudios- quiero destinarla al trabajo de Iván C. Ibán, sobre Pedro Lombardía y el 
Derecho eclesiástico preconstitucional. El profesor Ibán no se propone, según afirma, 
hacer un análisis de la persona y de la obra de Pedro Lombardía, sino «ayudar a 
aquellos que pretendan construir una historia de la ciencia del Derecho Eclesiástico, 
estudiando un elemento importantísimo de la misma: la obra del profesor Lombardía 
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relativa a esa cuestión anterior a la Constitución» (p. 100). Con el estilo desenvuelto 
e incisivo característico de sus escritos, Ibán suministra una abundante información 
que evidencia aquello que la modestia natural de Pedro Lombardía podía ocultar a 
quienes no fueran muy próximos a su tarea científica, a saber, el cualificado papel por 
él desempeftado en el nacimiento y evolución del derecho eclesiástico en Espafta. 
Muchos aspectos de interés encontrará el lector en otras contribuciones de des-
tacados autores como, por citar algunos, Javier Hervada, Silvio Ferrari, José M a 
González del Valle, Alberto Bemárdez Cantón, Francesco Margiotta Broglio, Mariano 
López Alarc6n, Giuseppe Dalla Torre, Carmelo de Diego-Lora, Juan Fomés, Giorgio 
Feliciani. .. 
De lo que se lleva dicho, puede concluirse -a mi juicio- que este volumen de estu-
dios constituye -por su calidad científica y por el afecto de tantos acumulado en sus 
páginas- un digno homenaje al canonista y eclesiasticista Pedro Lombardía. A esos 
méritos principales hay que aftadir el nada despreciable de su utilidad. Se trata, en 
efecto, de un libro de consulta, convertido ya en un eficaz instrumento de trabajo para 
quienes cultivamos estas disciplinas. Es como si la vocación de servicio de Pedro 
Lombardía, ejemplarmente cumplida durante su vida entera, encontrara una prolonga-
ción en esta obra singularmente relacionada con su persona. 
JORGE DE OfADUY 
HISTORIA DE LA IGLESIA 
Enrique DE LA LAMA CERECEDA, J. A. L/orente, un ideal de burguesía. Su vida y su 
obra hasta el exilio en francia (1756-1813), Ediciones Universidad de Navarra, 
S. A., Pamplona 1991, 334 págs. 
«El presente trabajo intenta ser una contribución al esclarecimiento de la perso-
nalidad de Juan Antonio Llorente, de su evolución ideológica y biografía» (p. 23) 
¿Qué interés puede tener esa aportación, para que su A. le haya dedicado tal empeño, 
materializado en un fruto sólo posible después de largo tiempo de intensa y minuciosa 
investigación? 
El primer argumento habrá que buscarlo en el momento histórico: si Llorente vive 
en el siglo XIX el último tercio de su existencia, la juventud y madurez de Llorente 
«han sido genuinamente setecentescas: él pertenece, por tanto, a aquella última gene-
ración que, enraizada en el humus ilustrado del XVIII, fructifica en la siguiente cen-
turia con mérito que todavía hoy se ensalza» (p. 15). Y viajar por el siglo ilustrado 
sigue siendo una aventura llena de interés, ocasión siempre apasionante de evocar «el 
aura innovadora que recorre el occidente europeo» (lbid.). 
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Pero este viaje es singular: no se trata de sobrevolar la centuria, describiendo sus 
grandes paisajes. Se trata, más bien, de tomar tierra, y poner un rostro humano a aque-
lla aventura. De modo que el segundo argumento habrá que buscarlo en el convenci-
miento de la «necesidad de valorar las expresiones singulares, de identificar las raíces 
concretas y vivas, las personalidades insuplantables que encarnaron la novedad ilus-
trada» (p. 17) Y «en España, Llorente es uno de los rostros de la Ilustración. De esa 
Ilustración que adelanta muchas sensibilidades de nuestra época e influye en ella con 
carácter detenninante e inmediato» (p. 18). 
Se trata, pues, de una biografía; o quizá, y mejor dicho -desde luego no se trata de 
un novela histórica- de una rigurosa investigación biográfica. 
El personaje es en cierto modo gris. «Juan Antonio Llorente no pasa a la historia 
como abanderado de una utopía creadora, como original contemplativo de un nuevo 
orden, como intérprete sagaz de los que las cosas son o deben ser» (p. 21). Pero ello, 
lejos de restar importancia a la obra, pensamos que es justamente lo que se la otorga: 
quizá un tanto fatigados de tanta biografía de /os-de-siempre, ésta es de las que nos 
ofrecen la oportunidad de internarnos en la historia de la mano de sus secretarios: se-
cretarios, porque ellos protagonizan muchos de los secretos que la hacen posible, pero 
también porque son los que en verdad hacen la historia, materializando las líneas ma-
estras en el acontecer diario. El propio Llorente, en su moderada modestia, lo pone de 
relieve: «yo he intervenido -dice en su Noticia biográfica- en una multitud de nego-
cios públicos desde mi juventud: esta sola circunstancia es capaz de dar a mi nombre 
una importancia histórica que no merecerá mi persona» (cil. por el A., p. 29). 
Las fechas que limitan la investigación exigen también una explicación: tennina la 
obra, no con la fecha de la muerte de J. A. Llorente (1822), sino con el comienzo de 
su exilio en Francia (1813). El propio A. nos lo explica convincentemente (pp. 28-
29). En 1982 aparece la obra Juan Antonio L/orente en France (1813-1822), de G. 
Dufour, quien «utiliza sobre todo documentación de los archivos franceses y ciñe su 
trabajo al estudio de los últimos diez años de la vida del sacerdote». Son los años más 
brillantes de Llorente: «el destino histórico, que por algún tiempo pareció arrumbarle, 
concedió a Llorente, tras el naufragio, la fortuna. El exilio, que pudo haber consumido 
su vigor, le encumbró a celebridad perdurable» (p. 314). De la Lama no duda en reco-
nocer el mérito del libro en cuestión: «el que concluye la lectura del excelente libro de 
Dufour conoce bien los años que el eclesiástico español pasó inmerso en el ambiente 
post-ilustrado francés». Pero esto mismo nos pone en la pista del interés del que abora 
examinamos: «La experiencia del sacerdote español en Francia no fue en modo alguno 
un proceso ex novo, brillantez que creció sobre las ruinas de 57 años entregados al ol-
vido. Interpretarlo así sería como atribuir a lo extrínseco de la circunstancia -con toda 
la riqueza con que se la desee imaginar- una fertilidad que sólo puede partir del núcleo 
de la vida misma. Cabe decir que Llorente se logró con plenitud en Francia. No puede 
decirse que Francia hiw a Llorente» (p. 315). Quedaba, pues, pendiente de estudio la 
evolución previa: «La figura de Llorente nos ha sido transmitida en indisoluble unidad 
con la hornacina que se le dedicó en el panteón de los héroes liberales o con adheren-
cias de críticas y veredictos, de suerte que no resulta fácil abstenerse de tomar partido. 
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El sacerdote español tiene mucho de mito. Y nada mejor para descubrir sus perflles 
que contemplarlo surgiendo y desarrollándose en lo que fue durante 57 años su con-
texto propio y bajo la luz de su firmamento natal. La vida de Llorente aparece así en 
toda su coherencia. La actividad ubérrima de sus últimos diez años se ven brotar nece-
sariamente corno 'fruto y flor' de una planta desarrollada» (Ibid.). 
Hasta aquí los motivos sobradamente justificadores del empeño. Consideremos 
ahora los resultados. 
La estructura del libro es un buen muestrario de los pasos decisivos del período 
comentado, bien reflejados en los títulos de sus siete capítulos, y un Epilogo. En el 
primer capítulo se detiene en los Años de infancia y Juventud (pp. 31-63), con el aná-
lisis de su formación intelectual. El giro hacia el racionalisnw (Cap. 11: pp. 65-88) 
comienza a fraguarse en «las conversaciones con un literato desconocido» que marca-
rán decisivamente el giro intelectual de Llorente. El Cap. III recoge la Primera etapa 
en la Corte (pp. 89-114), sus primeros cargos, entre los que destaca el de Secretario de 
la Inquisición de Corte, y sus primeras publicaciones. Regresa de nuevo a su tierra, 
corno Canónigo de Calahorra (Cap. IV: pp. 115-150). El Cap. V (Desgracia y recupe-
ración: pp. 151-205) nos introduce de lleno en un momento decisivo de la vida polí-
tica española: el decreto Urquijo, la caída de este ministro, la represalia antijansenista, 
el proceso a Jovellanos, a la Condesa de Montijo y al propio Llorente, su regreso a la 
Corte, y la febril actividad en ella desplegada. Llorente se apresta eficazmente a tomar 
posiciones en el Nuevo Régimen (Colaborador de Napoleón: Cap. VI, pp. 207-261): 
son quizá los «mejores momentos» de Llorente en su época española. El séptimo y 
último capítulo (Proyectos fallidos, pp. 263-312) termina con su salida de España, 
arrastrado por el fracaso napoleónico. 
El Epílogo (pp. 313-324) justifica el título elegido para el libro: en él el A. rei-
vindica en favor de la cultura ilustrada española las raíces del exitoso decenio francés 
de Llorente. Los ideales burgueses de liberté y egalité son propuestos por De la Lama 
corno clave de comprensión de la actitud crítica de Llorente frente a la Inquisición y de 
su concepción de la relación de la Iglesia con el Estado, ésta última cristalizada en una 
confesada aversión hacia la Curia Romana entendida corno «cortapisa del omnímodo 
poder secular y paradigma fundamental de privilegios e inmunidades» (p. 319). Un fer-
viente centralismo estatal en lo político frente al no menos ferviente y desmesurado 
deseo de desvinculaciones romanas en la vida de la Iglesia (de claro sabor episcopa-
lista, tan caro al jansenismo), que en definitiva solapa el deseo de una iglesia nacional 
bajo la férula del omnímodo poder estatal. Finalmente, aventura De la Lama una 
delicada penetración en la intimidad de un Llorente en el que su condición sacerdotal y 
su fe confesada contrastan notablemente con el criticismo radical como norma: 
«Llorente no pudo evitar la vivencia de un contlicto interior que jamás llegó a resol-
ver. Encontró, sin embargo, una salida de compromiso: el jansenismo. Un janse-
nismo que en él no pasa de ser ideología subsidiaria, expediente doctrinal, forma 
mentis que adviene sobre una capacidad receptiva previamente determinada por una fría 
opción racionalista» (p. 321). 
El libro se lee con gusto, siempre que el lector no vaya buscando, corno ya hemos 
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dicho, una novela, y sienta gusto por el rigor histórico. La narración es elegante y so-
bria. La seriedad en el tratamiento de los temas queda pennanente subrayada por la cita 
precisa; y desde luego es abundante el conocimiento de la producción bibliográfica de 
Llorente: basta asomarse a las páginas 11-14 para darse cuenta de los pasos -de Ar-
chivo en Archivo, con un particular detenimiento en el de la familia Llorente; lo que 
hace pensar en la abundancia de aportaciones inéditas- y las horas que precedieron a 
esta biografía histórica Tanto, que no puede uno por menos de sentirse insatisfecho, y 
deseoso de nuevas publicaciones del A., que iluminen más detenidamente aspectos 
coQcretos del personaje, necesariamente resumidos en el tratamiento biográfico, o que 
se animen a entrar de nuevo -ahora con la apoyatura de tan exhaustiva investigación de 
las raíces- en el período francés. 
Se confiesa al comienzo de la obra que no se pretende la exaltación de la figura de 
J. A. Llorente, ni aventurar temerariamente juicios sobre su conducta moral o sobre 
un hipotético balance -glorioso o nefasto- de su existencia (p. 24). Si cabe recibir con 
cierto escepticismo estas introductorias proclamaciones de intenciones, hemos de con-
fesar que en este libro dicha pretensión se hace realidad en cada página. Y sea éste un 
reconocimiento, incondicional, al trabajo de E. de la Lama: el dato histórico suficien-
temente contrastado, la conveniente contextualización del mismo, la oportuna referen-
cia -suscrita o criticada- de otras investigaciones; y en ocasiones, con extremada y 
admirable prudencia científica, el umbral de un muy sereno y meditado juicio. Pero 
siempre el elegante respeto a la persona. 
En definitiva, un modo de biografiar a un personaje en el que pensamos que el 
biografiado se encontraría cómodo, no por el elogio, sino por la desapasionada objeti-
vidad. y también agradecido el lector, a quien no se pretende conducir: limpiamente se 
le ofrecen los elementos necesarios para que él mismo sea autor y protagonista de sus 
propias conclusiones. Aunque sólo fuera por aprender a escribir la historia -creemos 
haber dado ya otras muy suficientes motivaciones- habría merecido la pena asomarse a 
las páginas de este libro, n° 19 de la «Colección Historia de la Iglesia» del Instituto de 
Historia de la Iglesia de la Facultad de Teología de la Universidad de Navarra. 
ANGELMARZoA 
Ismael SÁNCHF2 BELLA, Iglesia y Estado en la América española, Eunsa, Pamplona, 
1990, 332 págs. 
El nuevo libro del Profesor Sánchez Bella, es un estudio sobre el regalismo espa-
fiol en las Indias (quizá hubiera sido conveniente el que se expresase este objeto por 
medio de un subtítulo). 
El regalismo -esa «herejía administrativa» según la feliz expresión de Menéndez 
Pelayo- y sus manifestaciones en la América espar10la ha sido entre nosotros magis-
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tralmente estudiado por el profesor de la Hera que en 1963 publicó su obra «El rega-
lismo borbónico en su proyección indiana». El libro del Prof. Sánchez Bella se com-
plementa perfectamente con el de la Hera. Por una parte, ofrece una panorámica gene-
ral del fenómeno regalista al señalar su origen mediato en las diversas concesiones pa-
pales a los monarcas españoles y pasando revista a las medidas regalistas más sobre-
salientes: pase regio, recurso de fuerza, provisión de beneficios, etc. Muestra, asimis-
mo, la continuidad existente entre el regalismo de los Austrias y el de los Borbones: 
las diferencias fueron en la práctica más de intensidad y de modos que substanciales. 
Por otra parte, el estudio, más que atender a las bases doctrinales o teóricas del re-
galismo -que expuso ya en su día de la Hera- se centra en una magnífica exposición de 
las medidas legislativas que fueron afinando los mecanismos de control de la Corona 
española sobre el gobierno -dejando siempre a salvo las cuestiones dogmáticas- de la 
Iglesia en América. 
Esta exposición se realiza siguiendo un criterio cronológico; pero marcando bien 
las características de cada reinado: Fernando VI, Carlos III y Carlos IV. La política 
eclesiástica de cada uno de estos monarcas tuvo sus propios matices y características, 
dependientes, en muy buena parte, de los hombres que ocupaban los puestos claves del 
Estado, principalmente, el Consejo de Castilla y el Consejo de Indias. 
Dentro de cada uno de los reinados de estos monarcas absolutos se estudian las 
cuestiones más sobresalientes al hilo de la normativa dada en cada materia. Así, en el 
reinado de Fernando VI, se trata lo relativo -entre otras cuestiones- a la reducción del 
número de conventos, la secularización de doctrinas y curatos y la prohibición de 
amortización de tierras. 
Del prolongado reinado de Carlos III que -como ha señalado recientemente 
Domínguez Ortíz- tuvo tiempo en su etapa napolit1ma para aprender a manejarse con 
soltura en la política eclesiástica son, fundamentalmente, dos los grandes temas que se 
tocan. En primer lugar, las restricciones de la jurisdicción eclesiástica en dos campos, 
el de los testamentos y el de las causas matrimoniales. En éste, dichas restricciones se 
señalan como el remoto punto de arranque de la corriente secularizadora del derecho 
matrimonial en España. En segundo lugar se estudian las medidas relativas a la Visita-
Reforma de los religiosos -de muy pocas consecuencias prácticas- y la convocatoria y 
desarrollo de los Concilios provinciales de América y Filipinas, medida paralela a la 
anterior y proveniente del afán reformador de Carlos III respecto a la Iglesia en la 
Indias. 
Del Reinado de Carlos IV, estudia el Prof. Sánchez Bella, en primer lugar, los 
nuevos contenidos -en relación a la Recopilación de Indias- incorporados al Nuevo 
Código de Indias en su Libro Primero. Este es un Cllinpo que ha sido especialmente 
estudiado por el Departamento de Historia de la Universidad de Navarra y sobre el que 
se han realizado varias tesis doctorales. 
El regalismo de Carlos IV tuvo un carácter marcadamente económico -tanto en las 
Indias como en España- como consecuencia del lamentable estado financiero de la 
Corona. De esa situación fue responsable como señaló Tomás y Valiente la irres-
ponsable política exterior -política de guerras- del Príncipe de la Paz. Por eso es 
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coherente que en la obra se dedique un capítulo a las diversas exaciones económicas a 
la Iglesia en América y a la venta de obras pías precedente próximo de las medidas 
desamortizadoras del XIX en España que, dicho sea de paso, pueden contemplarse 
como un exponente brutal del «regalismo liberal)) español, ya que, en la práctica, en 
España, el regalismo no usó, ni mucho menos, con los monarcas absolutos. La nueva 
obra del Prof. Sánchez Bella es un ejemplo de rigor histórico-jurídico y, tanto por su 
contenido como por el aparato documental y bibliográfico que en ella se contiene, su 
consulta se hará indispensable en adelante al estudioso de fenómeno del regalismo y, 
en g,eneral, al los de la Historia de la Iglesia en la América Española 
J.M. V ÁZQUEZ GARCÍA-PEÑUELA 
